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III. POLÍTICAS COMERCIALES, POR MEDIDAS

1) Medidas que Afectan a las Importaciones

i) Registro, documentación y procedimientos

1. En agosto de 2008 Honduras adoptó el CAUCA IV y su respectivo Reglamento (RECAUCA).
  Los procedimiento de aduanas se rigieron hasta agosto de 2008 por el Código Aduanero Uniforme Centroamericano (CAUCA III)
 y la Ley Nacional de Aduanas (Decreto N° 212‑87).  Esta Ley, que no ha sufrido reformas con la entrada en vigencia del CAUCA IV y su Reglamento se aplica siempre que no se oponga a los instrumentos legales regionales y en relación a todo aquello que no está previsto en el Código y su Reglamento.  La Dirección Ejecutiva de Ingresos, encargada de las aduanas, elabora los reglamentos para aplicar la normativa centroamericana.

2. De acuerdo con lo dispuesto en el RECAUCA, la declaración de importación (Declaración Única Aduanera, DUA) deberá efectuarse mediante transmisión electrónica
 y puede presentarse antes de la llegada de las mercancías al país.
  La declaración se debe acompañar de los siguientes documentos:  el conocimiento de embarque, la factura comercial, la declaración del valor de las mercancías, el certificado de origen, los documentos que acrediten el régimen de exoneración (si fuera el caso) y otros documentos que fueran necesarios (por ejemplo permisos fitosanitarios o licencias de importación).
  Algunos productos, por ejemplo algunos productos animales y vegetales, medicamentos y productos químicos, requieren una licencia de importación (sección vii) infra).

3. De acuerdo con lo dispuesto en el CAUCA, la administración de aduanas debe comprobar si la mercancía desembarcada o transbordada corresponde a la declaración.  Las mercancías desembarcadas que no aparezcan en el manifiesto serán agregadas al mismo en un plazo de 15 días laborables después de concluida la descarga, siempre que se demuestre que no ha existido intento de defraudar al fisco.  En caso contrario la mercancía será decomisada.

4. No existe un requisito general obligatorio de registro para los importadores.  Sólo los importadores de sustancias refrigerantes que contengan clorofluocarbono (CFC) y de bromuro de metilo están obligados a registrarse ante la Unidad Técnica de Ozono y la Dirección de Sanidad Vegetal del Servicio Nacional de Sanidad Agropecuaria de Honduras (SENASA) de la Secretaría de Agricultura y Ganadería (SAG), respectivamente.
  Sin embargo, existen requisitos de inscripción en la Secretaria de Salud para importar, así como para producir, distribuir y comercializar algunos productos de interés sanitario:  los cosméticos, medicinas, sustancias químicas peligrosas, productos alimenticios y bebidas (sección 2) xii)).
   Los importadores de productos lácteos deberán registrarse una sola vez en el Registro de importadores de productos lácteos y preparaciones alimenticias que contengan productos lácteos.  Se exceptúan de este requisito las importaciones fronterizas, los pequeños envíos familiares sin carácter comercial y las importaciones de muestras sin valor comercial.

5. Desde el 25 de agosto de 2008, con la entrada en vigencia del CAUCA IV, las autoridades aduaneras pueden conceder la autorización para actuar como Operador Económico Autorizado (OEA) a las empresas que participen en cualquier punto de la cadena del comercio internacional, desde la fabricación al transporte o la simple intermediación.
  Las entidades autorizadas podrán beneficiarse de trámites aduaneros simplificados, de menos controles físicos y de la posibilidad de elegir el lugar de la inspección.
  Actualmente no existe ningún OEA en Honduras.

6. Hasta 2009 la administración de aduanas utilizó el sistema computarizado (SIDUNEA) para la administración de la mayor parte de los procedimientos.  El sistema maneja manifiestos y declaraciones de aduana, documentos de contabilidad, procedimientos de tránsito y regímenes suspensivos.
  En 2009, Honduras comenzó a utilizar el Sistema Automatizado de Rentas Aduaneras de Honduras (SARAH).  El sistema ha sido criticado tanto por exportadores como por importadores, pero al parecer los ingresos aduaneros aumentaron el pasado mes de julio, a pesar de la caída en las importaciones a raíz de la crisis financiera.  Según las autoridades, el sistema SARAH ha sido criticado pero presenta una serie de ventajas como:  a) la presentación electrónica de documentos desde su origen, lo que evita una segunda digitación de los documentos en aduanas;  b) servicios de banca en línea, que permiten hacer pagos sin limites geográficos;  c) el sistema es muy flexible y se puede adaptar a fácilmente a cualquier cambio en los procedimientos aduaneros;  y d) el sistema es fácil de utilizar con cualquier tipo de equipo informático.  Todo esto ha resultado en la reducción de los tiempos de despacho y en un aumento en la recaudación.
7. Las mercancías pueden entrar a Honduras bajo los siguientes regímenes aduaneros:  importación definitiva, tránsito aduanero, depósito de aduanas o depósito aduanero, importación temporal con reexportación en el mismo estado y reimportación.

8. La mercancía en tránsito sujeta al control de la autoridad aduanera puede ser transportada de una oficina de aduanas a otra, con suspensión total de los tributos respectivos.  En el régimen de depósito de aduanas o depósito aduanero, las mercancías se almacenan durante un tiempo determinado en un lugar habilitado al efecto, bajo potestad de la aduana, con la suspensión de tributos que correspondan.

9. Se autoriza la reimportación de mercancías en el mismo estado en que fueron exportadas o después de recibir un trabajo complementario que no afecte sustancialmente a su naturaleza, con exoneración total o parcial de los gravámenes de importación.  La reimportación de mercancías exportadas temporalmente para su reparación o para recibir un trabajo que modifique sustancialmente su naturaleza, estará sujeta al pago de tributos sobre el valor agregado y sobre los gastos en que se incurra por motivo de la reimportación.  La reimportación libre de gravámenes también es posible en los casos en que las mercancías exportadas son rechazadas por el importador por ser defectuosas o no conformes con los términos del contrato.

10. El Régimen de Admisión Temporal para Perfeccionamiento Activo permite el ingreso de ciertas mercancías extranjeras al territorio aduanero con suspensión del pago de los derechos arancelarios y demás impuestos que graven su importación, para ser exportadas dentro de un plazo determinado, luego de haber sufrido una transformación o elaboración.

11. Sólo los ciudadanos hondureños por nacimiento o los centroamericanos pueden obtener la licencia de agente aduanal;  los transportistas aduaneros, tanto los extranjeros como los nacionales, deben estar acreditados por la Dirección Ejecutiva de Ingresos (DEI).

12. El RECAUCA en sus artículos 623 y 625 contempla dos tipos de recursos para la impugnación de resoluciones y actos del Servicio Aduanero:  el Recurso de Revisión, que se somete a la DEI, y el Recurso de Apelación, que se somete a la Secretaría de Finanzas.  Cuando el peticionario no esta conforme con lo resuelto por la vía administrativa, recurre al Juzgado de lo Contencioso Administrativo.
ii) Valoración en aduanas

13. Desde el 1° de enero de 2000 la valoración en aduana de las mercancías se efectúa de conformidad a las disposiciones contenidas en el Acuerdo de Valoración de la OMC.  Sin embargo, Honduras se reservó el derecho de aplicar valores mínimos hasta el 1° de enero de 2003.  A partir de dicha fecha, según fue notificado a la OMC, Honduras no aplica valores mínimos a ningún producto.
  Actualmente Honduras aplica precios de referencia para vehículos usados, ciertos repuestos y otras mercancías.  Estos precios se aplican a bienes producidos en China, los Estados Unidos, Hong Kong, China, la India, Panamá y Viet Nam y se utilizan como referencia cuando se tengan dudas "razonables" sobre el valor declarado.

14. El Reglamento Centroamericano sobre la valoración aduanera entró en vigencia en Honduras en 2004, pero fue derogado cuando se aprobó el RECAUCA en 2008, ya que este último instrumento legal contiene un capítulo relativo a la valoración en aduana de las mercancías.
  Por lo tanto, la determinación del valor en aduana de las mercancías importadas o internadas al Territorio Aduanero Centroamericano, estén o no sujetas al pago de derechos e impuestos, se hará de conformidad con las disposiciones del Acuerdo de la OMC y del RECAUCA.  Según las autoridades, el capítulo del RECAUCA relativo a la valoración en aduana de las mercancías sigue los mismos lineamientos del Acuerdo de la OMC.

iii) Normas de origen

15. Honduras no aplica normas de origen no preferenciales.

16. En lo que respecta al libre comercio centroamericano, las normas de origen se rigen por el Reglamento Centroamericano sobre el Origen de las Mercancías.
  El principio general que rige la determinación de origen de las mercancías según este Reglamento es el cambio de clasificación arancelaria.

17. En lo relacionado con el origen de mercancías de terceros países con los cuales Honduras haya suscrito acuerdos o tratados comerciales internacionales bilaterales o multilaterales, se aplicarán las normas contenidas en los mismos (cuadro III.1).  Honduras aplica normas de origen preferenciales en el marco de los diferentes acuerdos comerciales que ha suscrito con Chile (TLC Centroamérica - Chile);  Colombia (TLC Colombia - El Salvador, Guatemala y Honduras)
;  México (TLC Honduras, Guatemala y El Salvador - México);  Taipei Chino (TLC Honduras, El Salvador - Taipei Chino);  República Dominicana (TLC Centroamérica - República Dominicana);  RD-CAFTA (TLC República Dominicana, Centroamérica y Estados Unidos);  Panamá (TLC Centroamérica - Panamá).  El principio general para determinar el origen en estos diferentes tratados es también el cambio de clasificación arancelaria.  Ahora bien, las normas de origen que se aplican a un mismo producto pueden variar según el acuerdo, puesto que cada acuerdo complementa el criterio del cambio de clasificación arancelaria con criterios adicionales como puede ser el contenido nacional.

Cuadro III.1

Normas de origen, 2010

	
	Normas específicas
	Criterios
	Principales disposiciones de toleranciab
	Acumulación cruzadac

	
	
	CCAa
	Valor del contenido regional
	
	

	RD-CAFTA
	Sí
	Sí
	35% o 45%, dependiendo del método de cálculo;  se aplican otros umbrales a determinados productos
	10% del valor o del peso de fibras o hilados cuando se trata de textiles y confecciones
	Se permite la acumulación con México respecto de ciertos productos textiles para la producción de prendas de vestir del capítulo SA 62

	Chile
	Sí
	Sí
	30%
	8% del valor o del peso de fibras o hilados cuando se trata de textiles y confecciones
	No

	Colombia
	Sí
	Sí
	Se calcula según una fórmula
	10% del valor o del peso de fibras o hilados cuando se trata de textiles y confecciones
	En proceso de negociaciónd

	MCCA
	Sí
	Sí
	30%
	10% del valor o del peso de fibras o hilados cuando se trata de textiles y confecciones
	No

	México
	Sí
	Sí
	50%
	7% del valor o del peso de fibras o hilados cuando se trata de textiles y confecciones
	Se permite la acumulación con los Estados Unidos respecto de ciertos productos textiles para la producción de prendas de vestir del capítulo SA 62

	Panamá
	Sí
	Sí
	30%
	10% del valor o del peso de fibras o hilados cuando se trata de textiles y confecciones
	No

	República Dominicana
	Sí
	Sí
	Ninguno
	7% del valor o del peso de fibras o hilados cuando se trata de textiles y confecciones
	No

	Taipei Chino
	Sí
	Sí
	Entre 35 y 50%
	10% del valor o del peso de fibras o hilados cuando se trata de textiles y confecciones
	No


a
Cambio en la clasificación arancelaria.

b
Se refiere a los límites permitidos para el uso de materiales provenientes de países no beneficiarios, que de otro modo no se aceptarían.

c
Se refiere a la existencia de disposiciones según los cuales se consideran originarios los insumos provenientes de países no beneficiarios que no son partes en el Acuerdo.

d
TLC Colombia - El Salvador, Guatemala y Honduras, Capitulo IV Articulo 4.6.

Fuente:
Secretaría de la OMC sobre la base de los acuerdos comerciales vigentes en Honduras.

iv) Aranceles

a) Estructura y niveles del arancel NMF

18. La política arancelaria se define dentro del marco y los lineamientos del Mercado Común Centroamericano (MCCA).  Honduras aplica el Arancel Centroamericano de Importación (ACI) y su Sistema Arancelario Centroamericano (SAC), con ciertas excepciones, un sistema de clasificación oficial de las mercancías basado en el Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA).
  La cuarta revisión del SA de 2007 fue incorporada al SAC el 1o de enero de 2007 mediante la Resolución COMIECO N° 180-2006 de 9 de noviembre de 2006.  Un 95,7 por ciento de las líneas arancelarias del ACI han sido armonizadas, quedando pendiente un 4,3 por ciento, que incluye productos como medicamentos, metales, petróleo y productos agropecuarios.

19. Honduras aplica solo aranceles ad valorem.  Los derechos de importación ad valorem se calculan en función del valor c.i.f. de las mercancías.  Honduras implementa un sistema de bandas de precios para el maíz amarillo, el maíz blanco, el sorgo en grano, la harina de maíz y otros granos trabajados (capítulo IV 1)).
20. En 2009, el Arancel de Honduras contenía 6.566 líneas arancelarias a ocho dígitos del SA de 2007.  La tasa media de los derechos NMF aplicados era del 6 por ciento (cuadro III.2), prácticamente igual a la que se señaló en el informe anterior (6,1 por ciento).  Se aplicaba una tasa del 0 por ciento al 47,2 por ciento de las líneas arancelarias.  Las tasas aplicadas a las demás líneas eran del 5, el 10 y el 15 por ciento, siendo más frecuente una tasa del 15 por ciento (que se aplicaba a un 21,4 por ciento de las líneas).  El intervalo de derechos arancelarios iba del 0 al 164 por ciento, pero las tasas eran inferiores al 40 por ciento en el 99,8 por ciento del universo arancelario.

21. En 2009, los productos agropecuarios (definición de la OMC) estaban gravados con un arancel medio del 11,1 por ciento, mientras que los productos no agropecuarios estaban sujetos a un arancel medio del 5,1 por ciento.  El promedio de derechos más elevado por categoría OMC se aplicaba a los productos agropecuarios, específicamente a los animales y productos de origen animal, y a los productos lácteos, con aranceles del 20,2 y 21 por ciento respectivamente.  El arancel máximo era del 164 por ciento y se aplicaba a las importaciones de carne de aves de las partidas SA 02.07.13, SA 02.07.14 y SA 16.02.32.10.  El segundo tipo más alto era del 55 por ciento, que se aplicaba a cigarrillos (SA 24.02.20.00.00).

22. El arancel va aumentando de los productos semielaborados y los productos totalmente elaborados (cuadro III.3).  En contraste, las importaciones de materias primas están sujetas a un arancel medio (6,6 por ciento) mayor que el de los productos semielaborados (3,9 por ciento).

Cuadro III.2
Estructura de los aranceles NMF, 2010

(Porcentaje)

	
	2010

	Número total de líneas
	6.566

	Aranceles no ad valorem (% de las líneas arancelarias)
	0,0

	Aranceles no ad valorem sin equivalentes ad valorem (% de las líneas arancelarias)
	0,0

	Contingentes arancelarios (% de las líneas arancelarias)
	0,0

	
	

	Líneas arancelarias exentas de derechos (% de las líneas arancelarias)
	47,2

	Promedio de las líneas por encima de cero (%)
	11,3

	
	

	Promedio aritmético del tipo arancelario
	

	  Productos agrícolas (definición de la OMC)a
	11,1

	  Productos no agrícolas (definición de la OMC)b
	5,1

	  Agricultura, caza, silvicultura y pesca (CIIU 1)
	8,1

	  Minas y canteras (CIIU 2)
	1,8

	  Manufacturas (CIIU 3)
	5,9

	
	

	"Crestas" arancelarias nacionales (% de las líneas arancelarias)c
	0,8

	"Crestas" arancelarias internacionales (% de las líneas arancelarias)d
	0,8

	
	

	Líneas arancelarias consolidadas (% de las líneas arancelarias)
	100,0


a
Definiciones del Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC.

b
Con exclusión del petróleo.

c
Les crestas arancelarias nacionales son los tipos que superan tres veces el promedio simple global de los tipos aplicados.

d
Las crestas arancelarias internacionales son los tipos superiores al 15 por ciento.

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC sobre la base de los datos proporcionados por las autoridades de 
Honduras.

Cuadro III.3
Análisis recapitulativo del arancel NMF, 2010

	
	NMF
	
	Arancel

consolidado

promedioa
(%)

	Designación de los productos
	Número

de líneas
	Promedio

(%)
	Intervalo

(%)
	Coeficiente

de variación

(CV)
	
	

	Total
	6.566
	6,0
	0 - 164
	1,3
	
	31,7

	SA 01-24
	1.003
	11,6
	0 - 164
	1,1
	
	33,2

	SA 25-97
	5.563
	5,0
	0 - 15
	1,2
	
	31,4

	Por categorías de la OMC
	
	
	
	
	
	

	Productos agropecuarios
	939
	11,1
	0 - 164
	1,3
	
	32,9

	- Animales y productos de origen animal
	127
	20,2
	0 - 164
	1,5
	
	36,0

	- Productos lácteos
	31
	21,0
	0 - 35
	0,5
	
	23,0

	- Café y té, cacao, azúcar, etc.
	170
	10,6
	0 - 40
	0,6
	
	32,7

	- Flores cortadas, plantas
	59
	5,8
	0 - 15
	1,2
	
	33,6

	- Frutas, legumbres y hortalizas
	206
	13,1
	0 - 30
	0,4
	
	32,3

	- Cereales
	23
	15,0
	0 - 45
	1,2
	
	33,7

	 - Semillas oleaginosas, grasas y aceites y sus
    Productos
	94
	5,7
	0 - 15
	1,0
	
	31,2

	- Bebidas y líquidos alcohólicos
	53
	13,7
	0 - 30
	0,4
	
	32,6

	- Tabaco
	19
	8,7
	0 - 55
	1,4
	
	38,9

	- Los demás productos agropecuarios n.e.p.
	157
	3,6
	0 - 15
	1,4
	
	33,2

	Productos no agropecuarios (incluido el petróleo)
	5.627
	5,1
	0 - 15
	1,2
	
	31,5

	- Productos no agropecuarios (excluido el petróleo)
	5.603
	5,1
	0 - 15
	1,2
	
	31,6

	   - Pescado y productos de pescado
	157
	9,6
	0 - 15
	0,6
	
	34,8

	- - Productos minerales, piedras preciosas y metales preciosos
	372
	5,1
	0 - 15
	1,2
	
	32,9

	- Metales
	711
	2,9
	0 - 15
	1,7
	
	33,6

	- Productos químicos y productos fotográficos
	1.108
	2,4
	0 - 15
	1,9
	
	31,4

	- Cuero, caucho, calzado y artículos de viaje
	208
	7,6
	0 - 15
	0,7
	
	34,3

	- Madera, pasta de madera, papel y muebles
	453
	6,5
	0 - 15
	0,9
	
	32,0

	- Textiles y vestido
	939
	9,8
	0 - 15
	0,5
	
	34,3

	- Equipo de transporte
	221
	6,1
	0 - 15
	0,8
	
	28,9

	- Maquinaria no eléctrica
	587
	1,4
	0 - 15
	2,8
	
	29,0

	- Maquinaria eléctrica
	339
	3,3
	0 - 15
	1,7
	
	21,7

	- Productos no agropecuarios n.e.p.
	508
	7,1
	0 - 15
	0,9
	
	30,5

	
	
	
	
	Cuadro III.3 (continuación)

	- Petróleo
	24
	5,8
	0 - 15
	1,2
	
	16,1

	Por sectores de la CIIUb
	
	
	
	
	
	

	Agricultura y pesca
	411
	8,1
	0 - 45
	0,9
	
	33,3

	Explotación de minas
	107
	1,8
	0 - 15
	1,8
	
	34,1

	Industrias manufactureras
	6.047
	5,9
	0 - 164
	1,3
	
	31,6

	Por secciones de SA
	
	
	
	
	
	

	  01 Animales vivos y productos del reino animal
	299
	14,0
	0 - 164
	1,4
	
	34,2

	  02 Productos del reino vegetal
	376
	9,9
	0 - 45
	0,8
	
	32,7

	  03 Grasa y aceites
	54
	8,1
	0 - 15
	0,7
	
	33,3

	  04 Preparaciones alimenticias, etc.
	274
	12,2
	0 - 164
	0,9
	
	32,8

	  05 Productos minerales
	178
	2,9
	0 - 15
	1,5
	
	32,0

	  06 Productos de las industrias químicas y de las

       industrias conexas
	962
	1,9
	0 - 15
	2,2
	
	30,9

	  07 Plástico y caucho
	335
	4,5
	0 - 15
	1,1
	
	32,2

	  08 Pieles y cueros
	108
	8,3
	0 - 15
	0,7
	
	35,0

	  09 Madera y manufacturas de madera
	138
	8,6
	0 - 15
	0,6
	
	34,8

	  10 Pasta de madera, papel, etc.
	294
	5,1
	0 - 15
	1,1
	
	30,4

	  11 Materias textiles y sus manufacturas
	920
	9,6
	0 - 15
	0,5
	
	34,2

	  12 Calzado, sombreros y demás tocados
	64
	12,7
	0 - 15
	0,4
	
	37,2

	  13 Manufacturas de piedra
	176
	6,4
	0 - 15
	1,0
	
	33,6

	  14 Piedras preciosas, etc.
	54
	6,9
	0 - 15
	0,8
	
	34,5

	  15 Metales comunes y sus manufacturas
	697
	3,1
	0 - 15
	1,6
	
	33,6

	  16 Máquinas y aparatos
	974
	2,4
	0 - 15
	2,1
	
	26,2

	  17 Material de transporte
	234
	6,1
	0 - 15
	0,8
	
	29,3

	  18 Instrumentos de precisión
	237
	3,9
	0 - 15
	1,5
	
	28,1

	  19 Armas y municiones
	21
	12,6
	5 - 15
	0,3
	
	35,0

	  20 Manufacturas diversas
	162
	10,6
	0 - 15
	0,5
	
	35,6

	  21 Objetos de arte, etc.
	9
	7,8
	5 - 10
	0,3
	
	35,0

	Por etapas de elaboración
	
	
	
	
	
	

	Primera etapa de elaboración
	809
	6,6
	0 - 45
	1,1
	
	33,5

	Productos semielaborados
	2.183
	3,9
	0 - 40
	1,2
	
	32,8

	Productos totalmente elaborados
	3.574
	7,1
	0 - 164
	1,3
	
	30,6


a
Las consolidaciones son de la clasificación SA2002 y los tipos aplicados de la clasificación SA2007;  por consiguiente puede 
haber diferencias en el número de líneas que se incluyen en el análisis.

b
CIIU (Rev.2), con exclusión de la electricidad (una línea).

Fuente: 
Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en datos facilitados por las autoridades.
b)
Consolidaciones arancelarias

23. En la Ronda Uruguay, Honduras consolidó la totalidad de sus aranceles.  Alrededor del 85 por ciento del universo arancelario está consolidado al 35 por ciento.  Menos de un 1 por ciento está consolidado a niveles superiores, que oscilan entre el 40 y el 60 por ciento, y el resto a niveles inferiores al 35 por ciento.

24. La Secretaría identificó siete líneas arancelaria con un tipo aplicado superior a su respectivo tipo consolidado (cuadro III.4).
  En el caso de la mantequilla y de los productos de hierro ya en 2003 se había reportado un arancel aplicado superior al consolidado.  En 2003 el arancel aplicado para la mantequilla (SA 0405.1000) y ciertos productos laminados planos de hierro o acero (SA 7210.6110 y 7210.6910) era del 15 por ciento.

Cuadro III.4
Productos cuyos aranceles aplicados son más altos que los consolidados, 2010
	SA 8 dígitos
	Descripción
	NMF
	Consolidado

	04051000
	-
Mantequilla
	20,00
	8,00

	04062090
	-
Queso de cualquier tipo, rallado o en polvo:  otros
	35,00
	20,00

	04063000
	-
Queso fundido, excepto el rallado o en polvo
	35,00
	20,00

	04069020
	-

Tipo cheddar, en bloques o en barras
	35,00
	20,00

	72106110
	-
Productos laminados planos de hierro o acero sin alear de espesor superior o igual a 
0,16 mm pero inferior o igual a 2 mm
	15,00
	8,00

	72106910
	-
Los demás productos laminados planos de hierro o acero sin alear de espesor superior o igual a 0,16 mm pero inferior o igual a 2 mm
	15,00
	8,00

	85299010
	-
Muebles y envolturas (gabinetes) de madera
	15,00
	0,00


Nota:
Se compararon sólo las líneas que son iguales en el SA 2002 y el SA 2007.

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en datos facilitados por las autoridades.

25. En conformidad con el párrafo 5 del artículo XXVIII del GATT de 1994, Honduras se reservó el derecho de modificar sus aranceles consolidados por un período de tres años a partir del 1o de enero de 2009.

26. Honduras se adhirió al Acuerdo de Tecnología de la Información (ITA).
  Honduras consolidó los aranceles de dichos productos a niveles de 10, 15, 25 y 35 por ciento.  En 2006 Honduras empezó a reducir los aranceles aplicados sobre estos productos con el fin de llegar al nivel consolidado en 2010.
c)
Aranceles preferenciales

27. Honduras concede un trato arancelario preferencial a las importaciones procedentes de otros miembros del MCCA.  La mayoría de los productos de origen centroamericano gozan de libre comercio, con la excepción del azúcar, café sin tostar, derivados del petróleo, alcohol etílico y bebidas alcohólicas destiladas provenientes de El Salvador, y del café tostado proveniente de Costa Rica.

28. Honduras también extiende un trato preferencial a las importaciones provenientes de países con los que ha suscrito tratados preferenciales, es decir, los tratados de Honduras con: Chile (TLC Centromérica - Chile);  Colombia (TLC Colombia - El Salvador, Guatemala y Honduras)
;  México (TLC Honduras, Guatemala y El Salvador-México);  Taipei Chino (TLC Honduras, El Salvador - Taipei Chino);  República Dominicana (TLC Centroamérica - República Dominicana);  RD-CAFTA (TLC República Dominicana, Centroamérica y Estados Unidos) (cuadro III.5).  El análisis de los aranceles preferenciales indica que en todos los casos las preferencias están sustancialmente por debajo del arancel promedio NMF.

Cuadro III.5
Análisis recapitulativo de los aranceles preferenciales, 2010

	Designación de los productos
	Número

de líneas
	NMF
	CAFTA
	Chile
	Taipei

Chino
	República

Dominicana
	México
	Panamá

	
	
	%

	Total
	6.566
	6,0
	1,5
	1,7
	3,8
	1,1
	0,8
	3,1

	
	
	
	
	
	
	
	
	

	SA 01-24
	1.003
	11,6
	4,1
	5,0
	8,3
	2,2
	3,7
	4,7

	SA 25-97
	5.563
	5,0
	1,1
	1,1
	2,9
	1,0
	0,3
	2,8

	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Por categorías de la OMC
	
	
	
	
	
	
	
	

	Productos agropecuarios
	939
	11,1
	4,4
	5,3
	8,7
	2,3
	3,9
	5,1

	 - Animales y productos de 
origen animal
	127
	20,2
	10,6
	15,1
	17,0
	7,1
	11,9
	15,2

	 - Productos lácteos
	31
	21,0
	11,3
	20,7
	21,0
	2,3
	20,3
	19,0

	 - Café y té, cacao, azúcar, etc.
	170
	10,6
	4,7
	4,1
	8,1
	1,1
	3,5
	4,9

	 - Flores cortadas, plantas
	59
	5,8
	0,2
	0,2
	0,5
	0,0
	0,1
	0,0

	 - Frutas, legumbres y hortalizas
	206
	13,1
	2,8
	4,0
	11,2
	0,9
	1,3
	2,8

	 - Cereales
	23
	15,0
	14,9
	10,8
	12,8
	9,8
	13,0
	12,4

	 - Semillas oleaginosas, grasas y 
aceites y sus productos
	94
	5,7
	3,0
	2,3
	3,6
	3,1
	0,9
	3,4

	 - Bebidas y líquidos 
alcohólicos
	53
	13,7
	5,5
	6,3
	12,2
	4,1
	2,4
	2,5

	 - Tabaco
	19
	8,7
	4,2
	1,8
	8,7
	5,5
	6,7
	0,7

	 - Los demás productos 

   agropecuarios n.e.p.
	157
	3,6
	0,6
	0,3
	1,1
	0,0
	0,2
	0,7

	Productos no agropecuarios (incluido el petróleo)
	5.627
	5,1
	1,1
	1,0
	3,0
	0,9
	0,3
	2,8

	 - Productos no agropecuarios 
(excluido el petróleo)
	5.603
	5,1
	1,1
	1,1
	3,0
	0,9
	0,2
	2,8

	- Pescado y productos de 
pescado
	157
	9,6
	0,0
	0,0
	1,8
	0,0
	0,3
	0,0

	- Productos minerales, piedras 
preciosas y metales preciosos
	372
	5,1
	1,7
	1,2
	2,8
	0,0
	0,2
	1,9

	- Metales
	711
	2,9
	1,0
	0,8
	2,5
	0,0
	0,2
	1,4

	- Productos químicos y 
productos fotográficos
	1.108
	2,4
	0,6
	0,6
	1,6
	0,0
	0,0
	0,4

	- Cuero, caucho, calzado y 
artículos de viaje
	208
	7,6
	1,9
	2,2
	4,2
	0,0
	0,0
	3,8

	- Madera, pasta de madera, 
papel y muebles
	453
	6,5
	2,1
	3,8
	5,2
	0,0
	0,0
	2,9

	- Textiles y vestido
	939
	9,8
	0,1
	0,1
	5,1
	5,5
	0,0
	8,4

	- Equipo de transporte
	221
	6,1
	3,1
	3,9
	5,5
	0,0
	3,1
	4,7

	- Maquinaria no eléctrica
	587
	1,4
	0,5
	0,2
	0,7
	0,0
	0,0
	0,5

	- Maquinaria eléctrica
	339
	3,3
	1,1
	0,9
	0,6
	0,0
	0,1
	1,3

	- Productos no agropecuarios 
n.e.p.
	508
	7,1
	2,2
	1,1
	3,6
	0,0
	0,5
	2,9

	- Petróleo
	24
	5,8
	2,3
	0,0
	0,0
	5,6
	5,8
	0,0

	Por sectores de la CIIUa
	
	
	
	
	
	
	
	

	Agricultura y pesca
	411
	8,1
	1,6
	1,2
	4,6
	0,5
	1,2
	1,6

	Explotación de minas
	107
	1,8
	0,1
	0,2
	0,9
	0,0
	0,0
	0,1

	Industrias manufactureras
	6.047
	5,9
	1,6
	1,7
	3,8
	1,2
	0,8
	3,2

	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Por secciones de SA
	
	
	
	
	
	
	
	

	  01 Animales vivos y 
productos del reino animal
	299
	14,0
	4,8
	7,3
	8,7
	3,3
	7,2
	7,3

	  02 Productos del reino vegetal
	376
	9,9
	2,8
	2,5
	7,1
	1,4
	2,0
	2,3

	  03 Grasa y aceites
	54
	8,1
	5,0
	4,0
	6,0
	5,3
	1,3
	5,8

	  04 Preparaciones alimenticias, 
etc.
	274
	12,2
	4,9
	6,0
	10,0
	1,4
	2,7
	4,8

	  05 Productos minerales
	178
	2,9
	0,6
	0,3
	0,7
	0,8
	1,2
	0,4

	  06 Productos de las industrias 
químicas y de las 
industrias conexas
	962
	1,9
	0,4
	0,5
	1,0
	0,0
	0,0
	0,5

	  07 Plástico y caucho
	335
	4,5
	1,4
	1,0
	3,6
	0,0
	0,0
	0,8

	  08 Pieles y cueros
	108
	8,3
	1,8
	1,1
	2,8
	0,0
	0,0
	3,8

	  09 Madera y manufacturas de 
madera
	138
	8,6
	3,3
	7,4
	6,2
	0,0
	0,0
	4,7

	
	
	
	
	
	
	Cuadro III.5 (continuación)

	  10 Pasta de madera, papel, 
etc.
	294
	5,1
	1,3
	1,7
	4,6
	0,0
	0,0
	2,2

	  11 Materias textiles y sus 
manufacturas
	920
	9,6
	0,0
	0,1
	4,9
	5,6
	0,0
	8,5

	  12 Calzado, sombreros y 
demás tocados
	64
	12,7
	4,0
	4,2
	9,6
	0,0
	0,0
	6,1

	  13 Manufacturas de piedra
	176
	6,4
	2,7
	2,2
	4,9
	0,0
	0,1
	2,8

	  14 Piedras preciosas, etc.
	54
	6,9
	1,5
	0,0
	0,7
	0,0
	0,0
	2,6

	  15 Metales comunes y sus 
manufacturas
	697
	3,1
	1,2
	0,9
	2,7
	0,0
	0,2
	1,6

	  16 Máquinas y aparatos
	974
	2,4
	0,8
	0,5
	0,5
	0,0
	0,0
	1,0

	  17 Material de transporte
	234
	6,1
	3,1
	3,8
	5,5
	0,0
	3,0
	4,7

	  18 Instrumentos de precisión
	237
	3,9
	1,2
	0,0
	2,1
	0,0
	0,0
	1,5

	  19 Armas y municiones
	21
	12,6
	5,7
	0,0
	5,0
	0,0
	12,6
	10,1

	  20 Manufacturas diversas
	162
	10,6
	3,5
	3,6
	7,4
	0,0
	0,0
	2,9

	  21 Objetos de arte, etc.
	9
	7,8
	0,0
	0,0
	5,7
	0,0
	0,0
	0,0

	Por etapas de elaboración
	
	
	
	
	
	
	
	

	Primera etapa de elaboración
	809
	6,6
	1,3
	1,1
	3,4
	0,7
	1,1
	1,4

	Productos semielaborados
	2.183
	3,9
	0,6
	0,9
	3,3
	0,4
	0,2
	2,2

	Productos totalmente elaborados
	3.574
	7,1
	2,2
	2,3
	4,1
	1,7
	1,1
	4,0


a
CIIU (Rev.2), con exclusión de la electricidad (una línea).

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en datos facilitados por las autoridades.
d)
Concesiones arancelarias
29. Las importaciones que se amparan en los regímenes de elaboración para la exportación se benefician de concesiones arancelarias (sección 2) iv)).

30. Por aplicación del régimen de perfeccionamiento pasivo se permite exportar temporalmente mercancías nacionales o nacionalizadas, con suspensión de los gravámenes a la exportación si los hubiera, para ser sometidas en el exterior a una elaboración o transformación, y ser reimportadas posteriormente en calidad de "productos compensadores" (el producto terminado que ha sufrido un proceso de transformación), con exoneración total o parcial de los gravámenes a la importación.

31. Los efectos personales usados pertenecientes a las personas que ingresan al país están exonerados del pago de los derechos y demás gravámenes a la importación.  Los viajeros pueden importar exentos de tributos cualquier mercancía que traigan consigo, además del equipaje, cuyo valor total no sea superior a 500,00 dólares EE.UU.  Se pueden importar también libres de derechos y gravámenes 200 cigarrillos o 250 gramos de tabaco, 50 cigarros y dos litros de bebidas alcohólicas.  Los pequeños envíos sin carácter comercial son exonerados del pago de los derechos aduaneros.  Asimismo, los hondureños que hayan residido más de un año en el extranjero y que regresen a radicarse en el país, podrán introducir sus enseres domésticos usados con exoneración de derechos y gravámenes a la importación.

32. Aún están vigentes los "convenios de absorción" que permiten a los procesadores de granos básicos (maíz, sorgo y arroz granza) que se abastecen en el mercado local, importar estos mismos granos a un arancel preferencial del 0 por ciento (capítulo IV 1)).

v) Contingentes arancelarios

33. En la Ronda Uruguay Honduras no incluyó ningún producto en su Lista de concesiones relativa a los contingentes arancelarios para productos agropecuarios.

vi) Otras cargas que afectan a las importaciones

34. Las importaciones, así como los bienes y servicios producidos en el territorio nacional, están sujetos a ciertos impuestos internos (cuadro AIII.1).

35. El Impuesto sobre Ventas en general es del 12 por ciento, excepto cuando se trata de bebidas alcohólicas, incluyendo cervezas, aguardiente, licores compuestos, y cigarrillos y otros productos elaborados de tabaco, para los cuales la tasa es del 15 por ciento.  Los productos exentos de este impuesto incluyen alimentos básicos, combustibles, medicinas, agroquímicos, productos de limpieza, libros, revistas y materiales educativos, maquinaria y herramientas agrícolas, artesanías, y bienes de capital como pueden ser camiones, tractores, grúas y computadoras.  Muchas de estas exenciones sólo se aplican a productos nacionales (por ejemplo:  fruta, carnes, pescado) o a productos que contengan materia prima nacional (por ejemplo:  productos lácteos y jugos de fruta) (cuadro AIII.1).  Según las autoridades, las exenciones se aplican tanto a productos importados como nacionales, ya que Honduras como Miembro de la OMC tiene que dar trato nacional y su norma constitucional establece que en caso de conflicto entre un tratado o una convención internacional y el derecho nacional, prevalecerán los primeros.

vii) Licencias, permisos y otros requisitos para la importación

a)
Contingentes a la importación

36. Honduras mantiene contingentes de importación para cumplir con tratados internacionales;  por ejemplo, se mantienen contingentes a la importación de ciertos estupefacientes, psicotrópicos y sustancias químicas controladas de acuerdo con las distintas convenciones internacionales.  Los contingentes son administrados por medio de un sistema de licencias (certificados de importación) y se asignan tanto a los distribuidores como a los productores nacionales.

37. Las importaciones de CFC también están sujetas a un sistema de contingentes para cumplir con las obligaciones que Honduras adquirió al suscribir el Protocolo de Montreal.
  Los contingentes son distribuidos entre las empresas de acuerdo con los promedios de importación reportados y registrados en años anteriores.  Los contingentes se otorgan a medida que se reciben las solicitudes.  Si los contingentes no son utilizados pueden ser redistribuidos entre otros importadores registrados.

38. Los contingentes para la importación de refrigerantes tienen sólo un año de vigencia.  No se pueden acumular contingentes de años anteriores ni adelantar contingentes de los años siguientes, ya que Honduras, como Miembro del Protocolo de Montreal, no debe exceder los límites permitidos por año conforme a las disposiciones del Protocolo.  Los contingentes para los productos bromurados (BM) tienen también sólo un año de vigencia;  los excedentes de los contingentes quedan sin validez para el año siguiente.  Los contingentes son administrados por la Unidad Técnica de Ozono (UTOH), la cual, en coordinación con la Dirección del Servicio Nacional de Sanidad Agropecuaria de Honduras (SENASA) de la Secretaría de Agricultura y Ganadería, controla el sistema de registros de importadores y distribuidores de estas sustancias a nivel nacional.  Los contingentes son asignados de acuerdo con la cantidad importada y consumida en años anteriores.  Las empresas para importar se deben registrar en la Oficina de Plaguicidas de Sanidad Vegetal del SENASA.  Los contingentes se asignan a cada empresa al inicio del año y se otorgan a medida que se reciben las solicitudes.  Las importaciones no pueden exceder los límites dispuestos en el Protocolo de Montreal.

b)
Licencias de importación

39. Honduras tiene un sistema de licencias de importación automáticas y no automáticas con el fin de proteger la sanidad vegetal y animal, la seguridad nacional, y cumplir con acuerdos y convenciones internacionales (cuadro III.6).  El régimen se aplica a los productos procedentes de cualquier país, sin excepciones, las licencias son obligatorias y no son transferibles.  Según fue notificado a la OMC, éstas no están destinadas a limitar la cantidad o el valor de las importaciones.  Las autoridades indicaron que el término "licencia" se utiliza con el significado de certificado de importación, registro sanitario o permiso sanitario dependiendo de la entidad que lo emita.
40. Se necesita una licencia de importación no automática para importar medicamentos controlados y precursores químicos.  Estas licencias son otorgadas por la Secretaría de Salud, la cual requiere 15 días para tramitarlas, siempre y cuando se cumpla con los requisitos establecidos en el Reglamento para el Control Sanitario de Productos, Servicios, Etiquetado de Alimentos y Bebidas y Establecimientos de Interés Sanitario.  Estas licencias se utilizan para asegurar que el uso que le dará el importador a estos productos se ajusta a las obligaciones internacionales estipuladas en los distintos convenios de Naciones Unidas suscritos por Honduras.  Únicamente los productores y/o distribuidores legalmente autorizados pueden solicitar una licencia.  Estas son válidas para un solo envío por un período de 150 días hábiles no prorrogables.  Las licencias de importación para estupefacientes se utilizan para asignar a los distribuidores y/o productores nacionales los contingentes de estupefacientes que Honduras importa.

41. A partir de 2009, por razones de salud pública y para proteger al consumidor, se requieren licencias de importación automáticas para importar productos lácteos.
  Estas licencias son expedidas por la Secretaria de Industria y Comercio y son obligatorias para cada importación que se quiera realizar.  Las licencias solo se concederán a aquellos importadores que se hayan inscrito en el Registro de productos lácteos.  Las licencias se expiden en un plazo máximo de 10 días desde la recepción de la solicitud y son intransferibles.

42. Para importar productos y subproductos de origen vegetal y animal también se requiere una licencia de importación no automática.  El propósito de éstas es constatar que los productos vegetales y animales hayan sido inspeccionados mediante los procedimientos adecuados y no constituyan riesgo potencial como portadores de plagas y enfermedades.  Por lo tanto, la solicitud debe ser presentada por lo menos 15 días antes de la importación.  De acuerdo con las autoridades, las licencias se tramitan en 72 horas, pero por lo general se entregan en 24 horas y en caso excepcional, cuando la mercancía está en puerto, se tramitan en forma inmediata siempre y cuando se haya verificado la condición del producto y la certificación sanitaria y fitosanitaria.  Las licencias se conceden tanto a personas naturales nacionales y personas jurídicas legalmente constituidas en Honduras, así como a extranjeros residentes o con representación jurídica en el país.  Estas son validas por un período de 30 días civiles y son renovables.  Las licencias pueden ser modificadas o canceladas, según la evolución de las condiciones sanitarias en el país de origen.
Cuadro III.6

Productos sujetos a licencias de importación, 2010
	Licencias automáticas

	La Ley de control de armas de fuego, municiones, explosivos y otros similares

	Productos:  Armas de puño o cortas:  los revólveres y pistolas semiautomáticas hasta un calibre de 0,45 pulgadas 11,5 milímetros;  las armas de hombro o largas:  fusiles y carabinas de acción mecánica y semiautomática, hasta un calibre de 0,308 pulgadas;  y escopetas de acción mecánica o semiautomática, de los calibres 10, 12, 16, 20 y 0,410, siempre que el cañón no sea menor de 46 cm o 18 pulgadas;  municiones relacionadas con los productos arriba indicados;  accesorios y repuestos para armas;  los explosivos de uso comercial:  los empleados en la industria de la construcción y procesos industriales de pirotécnica;  cartuchos empleados en herramientas de fijación, de anclas industriales de la construcción para que funcionen con pólvora u otro explosivo;  pólvora en todas sus composiciones; ácido pícrico;  trinitrotolueno;  nitroglicerina; nitroalmidones;  nitrocelulosa; dinamitas y amatoles;  en general, toda sustancia, mezcla o compuesto con propiedades explosivas;  iniciadores; detonadores; mechas de seguridad; cordones detonantes; pirotécnicos; cualquier instrumento o maquina con aplicación al uso de explosivos; clorato; percloratos; sodio metálico; los explosivos de uso militar:  los de propósitos bélicos y los manufacturados con similar intención, cuyo uso es restringido a las Fuerzas Armadas y Policiales.

	Acuerdo Ejecutivo N° A-024-2009

	Productos:  Leche y nata (crema), sin concentrar, sin adición de azúcar ni otro edulcorante;  leche y nata (crema), concentradas o con adición de azúcar u otro edulcorante;  suero de mantequilla, leche y nata (crema) cuajadas, yogur, kefir y demás leches y natas (cremas) fermentadas o acidificadas, incluso concentrados, con adición de azúcar u otro edulcorante, aromatizados o con frutas u otros frutos o cacao;  lactosuero, incluso concentrado o con adición de azúcar u otro edulcorante;  productos constituidos por los componentes naturales de la leche, incluso con adición de azúcar u otro edulcorante, no expresados ni comprendidos en otra parte;  mantequilla y demás materias grasas de la leche;  pastas lácteas para untar;  quesos y requesón;  preparaciones para la alimentación infantil acondicionadas para la venta al por menor; preparaciones de productos de las partidas 04.01 a 04.04 en los que algunos de sus componentes han sido sustituidos total o parcialmente por otras sustancias;  preparaciones para la alimentación de lactantes (fórmulas maternizadas), distintas de las comprendidas en el inciso arancelario 1901.10.11 (siempre y cuando se preparen a base de productos de las partidas 04.01 a 04.04); otras (siempre y cuando se preparen a base de productos de las partidas 04.01 a 04.04); leche modificada en polvo, distinta de la comprendida en los incisos 1901.10.11 y 1901.10.19 (exclusivamente fórmulas de seguimiento, y preparaciones a base de productos de las partidas 04.01 a 04.04); otros (exclusivamente preparaciones alimenticias no comprendidas en otras fracciones arancelarias y que sean preparadas a base de productos de las partidas 04.01 a 04.04); sucedáneos de productos lácteos (tales como imitaciones de quesos procesados, cremas para café, leche de soya en polvo, entre otros (exclusivamente imitaciones de quesos procesados)).

	Licencias no automáticas

	Reglamento sobre Control Sanitario de Productos, Servicios y Establecimientos de Interés Sanitario

	Productos:  Medicamentos controlados y precursores químicos.

	Decreto N° 157-94 Ley Fitozoosanitariaa, modificación de la Ley Fitozoosanitaria Decreto N° 344-2005b

	Productos:  Sanidad vegetal;  vegetales productos y subproductos de origen vegetal y productos e insumos para uso agrícola tales como:  abonos y substratos;  algodón y subproductos de algodón;  café y subproductos;  cereales y subproductos;  caña y subproductos;  condimentos;  flores cortadas (rosas, gardenias, lilas, camelias, rododendros, azaleas etc.);  frutas, legumbres y hortalizas;  frutas y vegetales congelados;  insumos de uso agrícola;  maní y subproductos;  materiales de fibra vegetal;  materiales inertes como medio de sustratos manufacturados y semimanufacturados;  madera y sus subproductos a excepción de madera chapada, contrachapada y estratificada;  mimbre y ratán para fabricación de muebles;  muestras de suelo;  follaje, etc.;  ornamentales;  papas procesadas;  plantas y productos vegetales para propagación o susceptibles de propagación;  plantas aromáticas y medicinales;  raíces y tubérculos;  semillas de papa;  semillas de oleaginosas para alimento animal;  tabaco y subproductos;  animales y productos del reino animal:  animales domésticos, de explotaciones agropecuarias y otras especies que puedan ser portadoras de enfermedades susceptibles de afectar al ganado y las aves de corral de Honduras:  productos y subproductos derivados de animales (ganado) de cualquier modo, para usos comerciales o de investigación;  aves de corral y huevos en incubación y otras especies de aves;  especímenes de animales, incluidas las aves y productos de tejidos o de la sangre;  materiales que hayan estado en contacto con muestras de productos lácteos, heno, paja, hierba, etc. destinadas a usos científicos procedentes de países que se consideren afectados por enfermedades como por ejemplo, la fiebre aftosa, influenza aviar, encefalopatía espongiforme bovina;  germoplasma - semen y embriones (ganado);  organismos que afectan a determinadas especies de ganado y de aves, y diversos vectores de esos organismos;  productos biológicos de veterinaria, incluso semillas y substratos, productos farmacológicos para uso veterinario, alimentos balanceados para uso animal para determinadas especies.


a
El texto de la Ley puede consultarse en la Secretaría de la OMC, División de Acceso a los Mercados (en español únicamente).

b
El texto del Decreto puede consultarse en la Secretaría de la OMC, División de Acceso a los Mercados (en español únicamente).

Fuente:
Documentos de la OMC G/LIC/N/2/HND/1-3 de 12 de noviembre de 2007 y G/LIC/N/3/HND/1.Add.1 de 26 de 
marzo de 2010;  y Acuerdo Ejecutivo N° A-024-2009.
43. Se requieren licencias no automáticas para la importación de sustancias refrigerantes y de bromuro de metilo en todas sus presentaciones y fines, con el objetivo de cumplir con las obligaciones de Honduras en el marco del Protocolo de Montreal.  Únicamente se conceden licencias de importación para sustancias refrigerantes a las empresas registradas en la UTOH (Unidad Técnica de Ozono) dependiente de la Secretaría de Recursos Naturales y Ambiente (SERNA) y para bromuro de metilo a las empresas registradas en el sistema de registros que administran el SENASA y la UTOH.  En principio, las solicitudes deben hacerse antes de la importación, pero en la práctica, puede extenderse una licencia al llegar la mercancía a un puerto hondureño, si las cantidades importadas están dentro de los límites permitidos.  Las cantidades excedentes o no permitidas son decomisadas.  Cada embarque debe estar acompañado de una licencia.  Se otorgan licencias no prorrogables por un período de validez que varía según la distancia del país exportador, el medio de transporte y el puerto de entrada.  Esto se hace con el fin de evitar que la misma cantidad entre por diferentes aduanas.  Si el importador no efectúa la importación dentro del plazo de validez de la licencia, deberá presentar una solicitud adicional explicando las causas o razones por las cuales no efectuó la importación.  La autorización original se anulará y se extenderá otra autorización con un nuevo período de validez.  Las licencias para importar estas sustancias pueden ser denegadas si:  el contingente adjudicado a la empresa importadora ya ha sido utilizado, o si la sustancia que se pretende importar no está registrada en la UTOH y no se cuenta con suficiente información técnica para identificarla y clasificarla.

44. En virtud de la Ley de Control de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y otros Similares se aplica un régimen de licencias automáticas y no automáticas por medio del cual se fiscaliza la importación y comercio de armas de fuego y municiones, así como la importación de material explosivo;  la Secretaría de Defensa Nacional se encarga de administrar estos controles a la importación.  La finalidad de las licencias de importación es impedir que adquieran armas personas a las que se ha prohibido legalmente su tenencia.  Las licencias automáticas se otorgan a la Armería y a las empresas autorizadas para importar material explosivo.
  Las licencias no automáticas se otorgan a las personas interesadas en importar material explosivo y se tramitan en un período no mayor a los 30 días.  Sólo existen dos empresas autorizadas para importar explosivos y armas.  Las licencias de importación se otorgan sin fecha de vencimiento y se otorga una licencia por pedido.

viii) Prohibiciones a la importación

45. Honduras prohíbe ciertas importaciones por razones de salud pública, de moral y para cumplir con los compromisos estipulados en acuerdos internacionales de los cuales es signatario.  En general, también prohíbe la importación de productos aerosoles que contengan CFC
, con excepción de los productos farmacéuticos autorizados por la Dirección General de Regulación Sanitaria de la Secretaría de Salud y los aerosoles de uso técnico.  En cuanto a la importación de halones, están exentas las importaciones de los cuerpos de bomberos y las compañías de telecomunicaciones, entre otras.
  Honduras también prohíbe la importación de materias o productos que contengan asbesto.
 Se prohíbe además la importación, tránsito y producción de minas antipersonales y de dispositivos antidetectores o de partes de esos artefactos.
  Asimismo también se prohíbe la importación de vehículos automotores que tengan más de siete y diez años de uso, según el tipo de vehículo.

ix) Medidas antidumping y compensatorias

46. El Reglamento Centroamericano sobre Prácticas Desleales de Comercio (Resolución N° 193‑2007 (COMIECO-XLIV)), adoptado por Honduras a partir de 2007, constituye el marco legal en materia de antidumping y medidas compensatorias.
  La autoridad competente en esta materia es la Secretaría de Industria y Comercio, específicamente la Dirección General de Integración Económica y Política Comercial.
  Honduras notificó a la OMC que no había aplicado medidas de este tipo entre 2003 y el 31 de diciembre de 2009.

47. El Reglamento Centroamericano sobre Prácticas Desleales de Comercio se aplica tanto al comercio intrarregional como al comercio con terceros países (es decir, los países fuera del MCCA).

48. Los representantes de la rama de producción nacional del producto perjudicado por las importaciones, presuntamente como consecuencia de prácticas desleales de comercio, tienen derecho a solicitar que se inicie una investigación.  La solicitud deberá presentarse ante la Dirección General de Integración Económica y Política Comercial (es decir la autoridad investigadora).  Recibida la solicitud, la Dirección General procede a su análisis, en un plazo de 30 días, para verificar que la solicitud sea conforme a los requisitos legalmente establecidos.  Si se cumplen esos requisitos, se procede a notificar a los gobiernos del país de origen del producto investigado, acerca de la solicitud de apertura de investigación.  Si se determina que la solicitud está incompleta, se notificará a la parte interesada (empresa solicitante de la investigación) en el término de los 10 días que siguen a la revisión de la solicitud y se concede un plazo de 30 días para que cumpla con los requisitos.  Este plazo puede ser prorrogado por un período igual a solicitud de la parte interesada.
49. Si se deniega la solicitud, las partes interesadas también deben ser notificadas dentro de los 10 días posteriores a la fecha de la decisión y la parte interesada podrá interponer un recurso.  Una solicitud puede ser denegada si se determina que no se presentó en representación de una rama de producción nacional, si se determina que no existen pruebas suficientes de práctica desleal de comercio o de daño, que justifiquen el inicio del procedimiento relativo al caso, y, si no aporta elementos de prueba suficiente para justificar la apertura de la investigación.  Si se iniciara una investigación, las partes interesadas también deben de ser notificadas.  La investigación debe concluir en el plazo de 12 meses.  En circunstancias excepcionales, a iniciativa de la autoridad investigadora o a solicitud de la parte interesada, podrá prorrogarse por un período adicional de hasta seis meses.

50. La Autoridad Investigadora emitirá una determinación preliminar positiva o negativa de la existencia de prácticas desleales de comercio y de la existencia de daño, amenaza de daño o retraso al establecimiento de una rama de producción nacional, 60 días después del inicio de la investigación.  Durante la investigación se pueden adoptar medidas provisionales en los supuestos casos de dumping o subvenciones;  éstas no pueden exceder los cuatro meses.

51. El solicitante de la investigación podrá desistir en cualquier momento de la investigación con su debido razonamiento.  En este caso, la Dirección General podrá continuar la investigación si un 50 por ciento de los productores nacionales así lo solicitan expresamente.

52. Se dará por terminada la investigación si se determina que el margen de dumping o la cuantía de la subvención es de minimis o que el volumen de las importaciones o el daño son insignificantes.  Concluida la investigación, la autoridad investigadora presentará un estudio técnico al Secretario de Estado en los Despachos de Industria y Comercio para que en los tres días siguientes declare concluida la investigación, emitiendo una resolución, y determine si procede imponer un derecho antidumping o compensatorio definitivo y, en su caso, revocar o confirmar la medida provisional adoptada.

53. La resolución que imponga un derecho antidumping o compensatorio definitivo deberá publicarse en el diario oficial, y será notificada a las partes interesadas y a la SIECA en el término de los diez días posteriores a su emisión, para que ésta la ponga en conocimiento del Comité Ejecutivo.

54. La cuantía de los derechos antidumping o compensatorio deberá ser suficiente para reparar el daño o perjuicio y nunca superior al margen estimado del dumping o a la cuantía de la subvención.  Las medidas definitivas se podrán mantener por un plazo máximo de cinco años.  El plazo se podrá extender excepcionalmente cuando se compruebe que se mantienen las condiciones que motivaron la medida.  Las medidas definitivas podrán ser revisadas en cualquier momento.

55. Para los productos originarios de Centroamérica, la Autoridad Investigadora después de emitir la resolución que impone un derecho antidumping o compensatorio definitivo, notificará y remitirá un resumen del expediente a la SIECA, para que ésta lo notifique a los demás Estados y convoque al Comité Ejecutivo para conocer el asunto.  El Estado Parte afectado por la medida adoptada presentará ante el Comité Ejecutivo, por medio de la SIECA, una exposición del caso debidamente justificado.  En un plazo de 30 días desde el recibo del informe correspondiente, el Comité Ejecutivo de la SIECA recomendará lo que estime conveniente.

56. Cuando se ve afectada una rama de producción de un Estado Parte distinto al Estado importador, a solicitud del Gobierno interesado se abrirá un procedimiento regional, que se tramitará a través de la SIECA.  El procedimiento se iniciará en el momento en que la SIECA reciba la solicitud del Estado interesado.

57. El Estado Parte importador debe iniciar la investigación en el plazo establecido.  En su defecto, la SIECA iniciará el procedimiento regional en un plazo de diez días y efectuará la investigación pertinente.  Durante la investigación cualquier interesado puede aportar información o presentar alegatos por escrito.  La SIECA puede recomendar la adopción de medidas provisionales.  Las decisiones del Comité Ejecutivo que establezcan derechos antidumping o compensatorios, provisionales o definitivos, serán ejecutadas por los Estados Parte de conformidad con su legislación interna.

x) Medidas de salvaguardia

58. Honduras notificó a la OMC la adopción del Reglamento Centroamericano sobre Medidas de Salvaguardia en 2007 (Resolución N° 194-2007 (COMIECO-XLIV)).
  Este Reglamento sustituyó al Reglamento Centroamericano sobre Medidas de Salvaguardia de 1996.  La autoridad encargada de llevar a cabo las investigaciones de salvaguardia es la Dirección General de Integración Económica y Política Comercial de la Secretaría de Industria y Comercio.

59. El Reglamento Centroamericano sobre Medidas de Salvaguardia (2007) se aplica solamente a las importaciones procedentes de terceros países (es decir, los países fuera del MCCA).  Las medidas de salvaguardia pueden adoptarse en forma de aranceles o restricciones cuantitativas.  El reglamento permite la imposición de medidas provisionales por un máximo de 200 días y éstas sólo pueden ser medidas arancelarias.  Las medidas definitivas pueden imponerse por un período de cuatro años, que pueden extenderse por un período máximo de ocho años.  Durante 2003-09 Honduras no ha impuesto ninguna medida de salvaguardia, ni ha iniciado ningún procedimiento relativo a esta materia.

60. Los casos de prácticas desleales de comercio relacionados con mercancías originarias de los países miembros del MCCA son sometidos al Comité Ejecutivo de la Secretaría del MCCA (SIECA) para que los examine y formule recomendaciones al respecto.  Cuando varios miembros del MCCA se vean afectados por prácticas desleales de comercio, la SIECA y su Comité Ejecutivo deberán iniciar una investigación, y las autoridades nacionales se encargarán del seguimiento.  Honduras no se ha visto afectado por este tipo de medidas.

xi) Normas y reglamentos técnicos

61. Honduras no cuenta con una ley nacional específica en materia de normalización, metrología, certificación, verificación y marcado, sino que varias leyes y reglamentos contienen provisiones sobre esta materia.  El Acuerdo de la OMC sobre Obstáculos Técnicos al Comercio (OTC) forma parte de la legislación nacional hondureña.  Honduras aplica el Reglamento Centroamericano de Medidas de Normalización, Metrología y Procedimientos de Autorización
, que fue adoptado en 1999.
  El Reglamento establece que ningún Estado Parte puede elaborar, adoptar, mantener o aplicar medidas de normalización (normas, reglamentos técnicos o procedimiento de evaluación de la conformidad del producto a la norma) que tengan la finalidad o efecto de crear obstáculos innecesarios al comercio intrarregional.  Los tratados de libre comercio suscritos por Honduras también contienen disposiciones relativas a la normalización y metrología.

62. La Secretaría de Industria y Comercio (SIC) ha aceptado el Código de Buena Conducta para la Elaboración, Adopción y Aplicación de Normas del Acuerdo OTC.
  El Servicio de Información de Obstáculos Técnicos al Comercio, que se encuentra en dicha Secretaría, es la oficina encargada de responder a todas las peticiones de información, así como facilitar la documentación referente a los reglamentos técnicos, normas y procedimientos de evaluación que han sido adoptados o están en proceso de adopción en Honduras.

63. Honduras garantiza el principio de trato nacional y de nación más favorecida en relación con las medidas de normalización.

64. Entre 2004-09 Honduras presentó unas 60 notificaciones al Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC.
  El objetivo de los reglamentos notificados es proteger la salud humana, animal, vegetal, el medio ambiente y al consumidor.  La mayoría de estos reglamentos están basados en normas internacionales y establecen requisitos para la producción, empaque, etiquetado, calidad, metrología y construcción.  Entre los bienes regulados se encuentran los alimentos, el cemento, los cosméticos, los fertilizantes, los hidrocarburos, los medicamentos y los vehículos.
65. Hasta 2006, la Comisión Interinstitucional de Normalización (CIN) elaboraba las normas y reglamentos técnicos de Honduras a través de una serie de comités técnicos según lo requiera la SIC y de otras dependencias del Gobierno.
  En 2006 la Secretaría de Industria y Comercio autorizó al Consejo Hondureño de Ciencia y Tecnología (COHCIT) para operar como organismo nacional de normalización y la Comisión Interinstitucional de Normalización fue sustituida por el Consejo Asesor de Reglamentación Técnica.
  El Organismo Hondureño de Normalización (OHN), un organismo adscrito al COHCIT, tiene la responsabilidad de asesorar al sector público, el sector privado y los círculos académicos en la elaboración de normas y reglamentos técnicos;  para llevar a cabo esa misión forma comités técnicos integrados por representantes del sector privado, el gobierno, las asociaciones de consumidores y el sector académico.
66. Honduras utiliza las normas internacionales como base para la elaboración o aplicación de sus medidas de normalización, excepto cuando las normas internacionales no constituyan un medio efectivo o adecuado para lograr sus objetivos legítimos debido a factores fundamentales de naturaleza climática, geográfica, tecnológica, de infraestructura, o bien por razones científicamente comprobadas.  La función de la Dirección General de Protección al Consumidor de la SIC es apoyar a los comités en la elaboración de los proyectos de reglamentos técnicos que les competan así como coordinar la elaboración de aquellas normas que sean competencia de otros entes estatales.
  Según las autoridades, el proceso para elaborar normas en Honduras es equivalente al proceso internacional.

67. Según informaron las autoridades, el Consejo Asesor solicita a sus integrantes que propongan los reglamentos técnicos necesarios y establece un plan de trabajo anual.  Una vez aprobado el plan de trabajo anual, se autoriza al Departamento de Normalización y Metrología de la Dirección General de Protección al Consumidor (DGPC) que organice los comités técnicos respectivos que deberán elaborar un proyecto de reglamento técnico.  El Consejo Asesor autoriza la publicación de los proyectos aprobados en el diario oficial y la notificación a la OMC para consulta pública por el término de 60 días.  Una vez revisados los comentarios e incluidos los cambios en el proyecto de reglamento técnico, se solicita al órgano de Gobierno responsable de la aplicación que publique el reglamento técnico en La Gaceta.
68. Según el Código de Salud, la Secretaría de Estado en el Despacho de Salud en coordinación con la SIC debe diseñar las normas para la elaboración, composición, calidad, límites de contaminantes, aditivos y rotulación de productos alimenticios.  Asimismo, las Secretarías de Recursos Naturales, Economía e Industria, Trabajo y Previsión Social, Gobernación y Justicia, Defensa y Seguridad Pública se encargan de reglamentar la fabricación, almacenamiento, transporte, manejo, comercio y disposición de las sustancias peligrosas como plaguicidas, insecticidas, herbicidas, explosivos, corrosivos, radiactivos y sustancias inflamables.
69. La Secretaría de Salud lleva un registro de los productos químicos, farmacéuticos, cosméticos, biológicos y de las materias primas de uso farmacéutico.  Los productos farmacéuticos sólo podrán ser importados por las personas naturales o jurídicas debidamente autorizadas por la Secretaría de Salud y deben registrarse previamente.  La Secretaría también determinará los artículos de uso doméstico y las materias primas para su fabricación que puedan ser nocivas para la salud y podrá prohibir la fabricación, importación, comercio o utilización de los mismos.  Los reglamentos técnicos emitidos por esta Secretaría establecerán los límites de concentración permisibles de sustancias peligrosas en los artículos para uso doméstico.

70. En materia de metrología, la SIC verifica la exactitud de los instrumentos de medición y el uso de unidades de medida.  La Ley de Protección al Consumidor establece requisitos obligatorios en relación con las unidades de medida, los instrumentos de medida, los métodos de medición y los patrones oficiales para calibración.

71. La SIC propone a las distintas instituciones del Estado, por medio de la DGPC, los reglamentos técnicos necesarios para proteger los derechos de los consumidores en cuanto al etiquetado de los bienes que se comercialicen en el país.
  La Ley de Protección al Consumidor estipula requisitos de etiquetado.  En general, los bienes preempacados o envasados para el consumo o la salud deberán llevar una etiqueta con las indicaciones siguientes:  nombre, denominación de origen o precedencia, contenido neto, cantidad o especificación de medidas, fecha de fabricación y caducidad o plazo recomendado para el uso o el consumo si hace al caso, e información nutricional, si procede, así como las instrucciones, advertencias y contraindicaciones relativas a su utilización o consumo.  Los reglamentos tipifican como infracción la indicación falsa del peso, la masa, el volumen, o cualquier otra medida especificada en una etiqueta, así como la fecha de caducidad del bien ofrecido.
  Los productos peligrosos deberán llevar un prospecto con las advertencias necesarias para que se manejen adecuadamente.

72. Además, todo producto de origen agropecuario comercializado en Honduras debe estar correctamente etiquetado cumpliendo con las normas y reglamentos estipulados por la Secretaría de Agricultura.  El SENASA determinará para cada tipo de producto los requisitos adicionales pertinentes al empaque o la etiqueta, que ha de ser legible, visible y en español.
  Los alimentos y bebidas empacados o envasados para la venta al público deberán llevar impreso el número de registro sanitario y la fecha de caducidad, así como los datos de identificación que determinen los reglamentos.

73. Los productos farmacéuticos pueden ser presentados para su distribución y comercialización con su nombre comercial o genérico.  Sus etiquetas deben llevar impreso:  la fecha de producción, el número de lote de producción, la fecha de caducidad o vencimiento comercial en su caso y el laboratorio productor con su dirección.  Los alimentos y bebidas que indiquen tener propiedades medicinales serán considerados como medicamentos y deberán cumplir con los requisitos de rotulación antes mencionados.

74. El Código de Salud que reglamenta lo relativo a la propaganda y publicidad de alimentos y bebidas, productos farmacéuticos y otros artículos de uso doméstico estipula que tanto los nombres comerciales como las marcas de artículos de uso doméstico, su propaganda o cualquier otra información al público no deberán dar lugar a confusión o error sobre su verdadera naturaleza, propiedades y usos.  La propaganda tampoco puede hacer alusiones a efectos medicinales, curativos o nutritivos que puedan dar lugar a apreciaciones falsas sobre la verdadera naturaleza, origen, composición o calidad de los alimentos o de las bebidas.

75. Honduras es miembro de la Organización Internacional de Normalización (ISO), y de la Comisión Panamericana de Normas Técnicas (COPANT).  El RD-CAFTA contiene disposiciones relacionadas a normas, reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad.  El artículo 7.6 del RD-CAFTA establece que los reglamentos del socio comercial se aceptarán como equivalentes.  A nivel de Centroamérica, existe el reconocimiento de registros y la homologación de un gran número de reglamentos técnicos.

76. Honduras no tiene un procedimiento para la eliminación de reglamentos técnicos que hayan quedado obsoletos.

77. El organismo responsable de aplicar y administrar la acreditación en Honduras es la Oficina Hondureña de Acreditación (OHA), dependencia del COHCIT.  Las operaciones de calibración, las realiza el Laboratorio Nacional de Metrología, dependencia también del COHCIT.
  La evaluación de la conformidad la realiza cada dependencia del gobierno en su campo de actividad basándose en normas internacionales.
  Honduras reconoce las pruebas de laboratorio realizadas en el exterior, siempre que las haya efectuado un laboratorio oficial o debidamente acreditado.
xii) Medidas sanitarias y fitosanitarias

78. Los objetivos de la política fitozoosanitaria en Honduras son la protección de la salud y la vida humana, así como proteger el territorio nacional de la introducción y/o propagación de enfermedades y plagas para los animales, plantas, sus productos y subproductos, brindando así las condiciones sanitarias, fitosanitarias y de inocuidad requeridas para la producción y el comercio de los productos agropecuarios del país.  La Secretaría de Agricultura y Ganadería (SAG) debe diseñar la política sanitaria y fitosanitaria conjuntamente con otras entidades del sector público y del sector privado.

79. Las medidas que aplica Honduras dependen de las condiciones sanitarias y fitosanitarias de determinadas enfermedades y plagas y siguen las directrices o recomendaciones del Código Sanitario Internacional de la OIE, de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria (CIPF) y del Codex Alimentarius en concordancia con el Acuerdo de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC.
80. En Honduras, la Ley Fitozoosanitaria y sus reformas (Decretos Nos. 157-94 y 344 05), y el Código de Salud (Decreto N° 65-91), constituyen la principal legislación en materia de medidas sanitarias y fitosanitarias.  La Ley Fitozoosanitaria de 1994 fue reformada en 2005 para cumplir con los compromisos asumidos en el marco de los acuerdos internacionales suscritos por Honduras, asegurando la coherencia de la legislación nacional con esos acuerdos.  Según las autoridades, las leyes nacionales fueron modificadas para estar en conformidad con el Acuerdo de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC.  La nueva Ley, como la anterior, tiene como objetivo velar por la protección de la salud animal y vegetal, la inocuidad de los alimentos y la protección contra las plagas y enfermedades de importancia económica o cuarentenarias.

81. El Reglamento Centroamericano sobre Medidas y Procedimientos Sanitarios y Fitosanitarios, también forma parte del marco jurídico hondureño y se aplica a las importaciones originarias de los países miembros del MCCA.  De conformidad con el artículo 4 de dicho Reglamento, las medidas sanitarias y fitosanitarias deben estar basadas en principios técnicos-científicos y no deben tener por objeto o efecto crear obstáculos innecesarios al comercio.  A raíz de la armonización de las medidas sanitarias y fitosanitarias a nivel centroamericano, el COMIECO aprobó un listado de productos que no requieren certificado fitosanitario de importación o exportación para el comercio regional.
  En mayo de 2010 se habían registrado 517 productos exentos del certificado fitosanitario, pero esta lista puede variar a medida que el proceso de armonización continúe o a raíz de un cambio en la situación fitosanitaria.

82. La SAG a través del SENASA implementa la Ley Fitozoosanitaria.
  La SAG aplica las medidas sanitarias y fitosanitarias, diagnostica y vigila la epidemiología de las plagas, establece programas de control y erradicación de enfermedades y plagas, mantiene un sistemas de información, determina la necesidad de imponer una cuarentena agropecuaria, se encarga de la certificación sanitaria y fitosanitaria, controla los insumos agropecuarios, los productos de origen animal y vegetal orgánicos y biotecnológicos, y certifica, verifica y audita la implementación de procedimientos que garanticen la calidad e inocuidad de los alimentos.

83. El SENASA actúa como uno de los tres servicios de información que Honduras ha designado en el marco del Acuerdo de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC.  Los otros son:  el Servicio Nacional de Información para el área de normalización de la Dirección General de Producción y Consumo de la SIC, y la Dirección General de Regulación Sanitaria de la Secretaría de Salud.
  En 2004 se creó el Comité Nacional de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias.
  Una de las funciones de este Comité será elaborar un programa nacional para la efectiva aplicación del Acuerdo sobre MSF.  El SENASA es también el punto de contacto de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria de la FAO, la Organización Mundial de Sanidad Animal (OIE) y el Codex Alimentarius.  La Dirección de Integración Económica y Política Comercial de la SIC ha sido designada como organismo nacional encargado de la notificación.

84. La Ley Fitozoosanitaria exige la presentación de "una solicitud de autorización de importación de productos de origen animal o vegetal" para importar mercancías de origen animal, vegetal e insumos agrícolas.
  Las importaciones de animales y productos del reino animal y vegetal requieren permisos sanitarios.  La solicitud de estos permisos debe presentarse a más tardar 15 días antes de la llegada del embarque al país.  Se puede denegar un permiso cuando un producto no haya sido importado anteriormente y represente un riesgo fitosanitario para el país, el cual se debe determinar mediante un Análisis de Riesgo.  Si un permiso es denegado por razones técnicas-científicas o por una incongruencia en la documentación antes presentada, el solicitante debe ser informado;  éste no tiene derecho a interponer recurso.

85. La SAG, por medio de la Subdirección Técnica de Sanidad Vegetal y la Subdirección Técnica de Salud Animal, es responsable de detectar y diagnosticar enfermedades y plagas que amenacen la sanidad vegetal y animal del país y definir estrategias para el manejo de las mismas, lo cual puede conllevar la imposición de cuarentenas.
  Si las circunstancias sanitarias lo justifican, la SAG diseña programas para la prevención, control y erradicación de diferentes enfermedades como, por ejemplo, la salmonelosis aviar y la brucelosis y tuberculosis bovina.

86. La SAG vela por la inocuidad de los productos de importación y exportación mediante la verificación y la certificación en origen de los procedimientos establecidos para este fin (Análisis de Peligros y de Puntos Críticos de Control (APPCC), Procedimientos Operativos Estandarizados de Saneamiento (POES), Buenas Prácticas Pecuarias (BPP) y Buenas Prácticas de Manejo (BPM)) de los establecimiento interesados en importar al país;  estas mimas disposiciones se aplican a los establecimientos nacionales.

87. La SAG puede prohibir o restringir la importación, producción, venta y utilización de cualquier producto que sea considerado de alto riesgo para la salud humana y animal, así como para el medio ambiente y que su uso haya sido prohibido en otros países.  Además, con la finalidad de evitar el ingreso al país (egreso del país) de plagas y enfermedades exóticas, el SENASA señala los lugares y vías de importación (exportación) y tránsito de plantas y animales y de sus productos y subproductos, e indica los requisitos para su entrada, movilización interna y salida del país.

88. El SENASA someterá a un Análisis de Riesgo de Plagas (ARP) todas aquellos productos y subproductos de origen vegetal importados por primera vez;  o cuya importación se haya suspendido por un tiempo, durante el cual no se dispone de información sobre la situación fitosanitaria del país de origen;  o cuando se dé un cambio en la situación fitosanitaria del país de origen.  Honduras tiene en vigencia un sistema de rastreabilidad con un enfoque en el análisis de riesgo, que permite la identificación del origen de animales, vegetales, frutas, productos y subproductos a partir de cualquier etapa del proceso productivo.

89. La SAG es la autoridad responsable de mantener el servicio cuarentenario en frontera.  Honduras sigue los lineamientos nacionales e internacionales para determinar la necesidad de cuarentena, lo cual se determina según la situación sanitaria y fitosanitaria del lugar donde se originó el producto y un sistema de vigilancia, que a su vez determinará la necesidad de llevar a cabo un análisis de riesgo.  Estos mecanismos establecen las bases técnico-científicas para determinar la necesidad de la cuarentena.

90. Según el Código de Salud, la Secretaría de Salud puede, para proteger la salud de la población nacional, ordenar a las autoridades sanitarias correspondientes, someter a inspección y evaluación todo medio de transporte a su llegada al país y tomar las medidas sanitarias que se consideren pertinentes.  La Dirección General de Aduanas no permite el ingreso de productos alimenticios sin la debida constancia extendida por la Secretaría de Salud que acredite que la circulación de dichos productos está autorizada, excepto cuando se trata de muestras que se necesitan para su Registro Sanitario.  Las autoridades portuaria y fronterizas deben tomar las medidas necesarias para impedir la introducción al territorio nacional (o propagación al extranjero), de enfermedades susceptibles de transmitirse al hombre.

91. Los cosméticos, medicinas, sustancias químicas peligrosas, productos alimenticios y bebidas, tienen que ser inscritos en la Secretaría de Salud para poder ser importados.
  Los fertilizantes, los plaguicidas y sustancias afines, y los productos veterinarios también deben ser registrados antes de poder ser comercializados en Honduras.

92. Cuando se trata de productos nacionales, si la Secretaría de Salud determina que un alimento no es apto para el consumo humano o que en su elaboración y comercialización se ha incurrido en infracciones al Código de Salud, los alimentos pueden ser decomisados y se procederá a su desnaturalización o destrucción, según sea el caso.  Además, la Secretaría debe autorizar el contenido, recipiente y proceso de envasado de los productos envasados destinados al consumo humano para que su venta sea permitida.

93. Los alimentos de origen vegetal destinados al consumo humano deberán llenar los requisitos establecidos por la Secretaría de Salud.  La Secretaría fija, por ejemplo, los límites máximos de residuos químicos, físicos y biológicos permitidos en el agua, los alimentos y las bebidas para consumo humano.  Según las autoridades, esos límites se basan en las normas del CODEX Alimentarius, las normas de la Administración de Alimentos y Medicamentos de los Estados Unidos (FDA) y las normas Panamericanas.  La autoridad sanitaria tendrá libre acceso a cualquier local que manipule, almacene, conserve, transporte, deposite, distribuya y expenda alimentos, para realizar los controles necesarios y tomar muestras para análisis de acuerdo con las normas establecidas.

94. Las semillas deben ser certificadas y verificadas antes de su importación.
  El objetivo de esta certificación es garantizar la calidad (genética, fisiológica, física y fitosanitaria) de las semillas y evitar la introducción y dispersión de plagas y de variedades de semillas no certificadas.

95. La producción, procesamiento, importación, exportación y comercialización de productos agrícolas orgánicos (ecológicos) están regulados en Honduras por el Reglamento sobre Agricultura Orgánica con el fin de establecer mecanismos de protección para los productores de productos orgánicos contra descripciones falsas.  El Reglamento define cómo se deben llevar a cabo los diferentes procesos de producción para que un producto sea considerado orgánico y el procedimiento de certificación de los mismos.  Todas las fases de la producción, procesamiento, preparación, almacenamiento, transporte, importación, exportación y comercialización están sujetas a inspección para comprobar el cumplimiento de las directrices estipuladas en el Reglamento.

96. Honduras tiene también un Reglamento sobre Organismos Vivos Modificados para Uso Agrícola.
  Este Reglamento tiene por objeto regular las actividades de uso confinado, contenido, liberación al ambiente, investigación, comercialización, multiplicación, reproducción, transporte, importación, exportación y tránsito de organismos vivos modificados de uso agrícola, generados a partir de las técnicas de la biotecnología moderna, con el fin de prevenir, evitar y reducir los posibles riesgos que estas actividades pudieran ocasionar en el ambiente y la actividad agropecuaria, incluyendo los riesgos para la salud humana.

97. Honduras tiene una red de laboratorios nacionales constituida por los laboratorios del SENASA y otros laboratorios públicos y privados acreditados y supervisados por el SENASA.  Estos laboratorios se encargan, por ejemplo, del diagnóstico de enfermedades en los animales;  del control de la calidad de sustancias químicas, biológicas o afines para uso pecuario;  y del control de residuos y contaminantes físicos, químicos y biológicos.

2) Medidas que Afectan a las Exportaciones

i) Registro, documentación y procedimientos

98. Los requisitos para exportar no han cambiado sustancialmente desde el primer Examen de las Políticas Comerciales de Honduras en 2003.

99. Las exportaciones se tramitan en el Centro de Trámites de Exportaciones (CENTREX), donde todas las instituciones que intervienen en el proceso de exportación están representadas.  Entre las instituciones involucradas en los procedimientos de exportación se encuentran la Secretaría de Agricultura y Ganadería (Sanidad Animal y Sanidad Vegetal);  la Secretaría de Industria y Comercio (Dirección General de Sectores Productivos);  el Banco Central de Honduras (Departamento Internacional);  la Dirección Ejecutiva de Ingresos (DEI) y el Organismo Internacional Regional de Sanidad Agropecuaria (OIRSA).

100. Los requisitos para exportar varían según el producto y el país de destino de las exportaciones.  Para exportar a Centroamérica es necesario rellenar el Formulario Aduanero Único Centroamericano que se puede obtener, por un valor de 5,00 dólares EE.UU., en la Asociación Nacional de Industriales (ANDI) o en la Cámara de Comercio.  Las exportaciones fuera del MCCA deben ir acompañadas de la Declaración Única Aduanera (DUA).

101. En general, el exportador debe presentar una declaración de exportación por cada conocimiento de embarque o documento equivalente.  Con la declaración de exportación el declarante deberá presentar los documentos siguientes:  a) conocimiento de embarque o documento equivalente;  b) factura comercial;  c) certificados de origen
;  d) los documentos requeridos por el Banco Central de Honduras, como el Registro Tributario Nacional (RTN);  e) los certificados sanitarios y fitosanitarios que requiera la SAG;  f) el certificado de libre venta y consumo extendido por la Secretaría de Salud para la exportación de ciertos productos alimenticios;  g) los documentos que acrediten la exoneración de los impuestos de exportación, en su caso, y, h) los demás documentos exigidos por leyes especiales, de acuerdo con la naturaleza de las mercancías (por ejemplo el café) o de la operación aduanera.

102. Los exportadores están obligados a declarar ante el Banco Central de Honduras cada exportación que realicen, incluyendo la cantidad, valor y destino de los bienes a exportar, así como la fecha de la exportación y la moneda en que se recibirá el pago.  Las divisas deben de ser vendidas a cualquier banco comercial por el valor f.o.b. declarado.  Se exceptúan de este requisito las exportaciones de bienes que se originen en las Zonas Libres, en las Zonas Industriales de Procesamiento para las Exportaciones (ZIP) y en las Zonas Agrícolas de Exportación (ZADE).  Además de la Declaración de Exportación (original y siete copias) debidamente llenada sin alteraciones o enmiendas, firmada y sellada por la empresa o agente aduanero, el Banco Central requiere la escritura de constitución de la empresa (original y copia), el Registro Tributario Nacional (RTN) y la factura comercial si fuera la primera vez que se exporta.

103. En Honduras existen varios regímenes aduaneros que afectan a las exportaciones:  reexportación;  exportación temporal con reimportación en el mismo estado;  exportación temporal para perfeccionamiento pasivo;  y las Zonas Industriales (sección 3) iv)) 

104. Se permite la reexportación de mercancías extranjeras llegadas al país que no se consideren importadas definitivamente.  No se permitirá la reexportación de mercancías que hayan caído en abandono ni en los casos de presunción fundada de falta o infracción aduanera penal.
105. Las mercancías que ingresaron al amparo del régimen de importación temporal y no han sufrido ningún cambio pueden ser reexportadas.  Estas mercancías se utilizarán con un fin específico y se podrán ingresar con suspensión de tributos a la importación.  La reexportación deberá efectuarse en el plazo de seis meses, contados a partir de la fecha de la importación.  Las mercancías se someterán a una revisión física en el momento de la reexportación y se reembolsará la caución retenida al realizar la importación temporal.

106. El régimen de exportación temporal con reimportación en el mismo estado permite la salida temporal de mercancías del territorio aduanero, con suspensión de los derechos de aduana, con un fin específico y por un tiempo determinado, para ser reimportadas, en el mismo estado en que fueron exportados o después de haber sufrido una labor complementaria que no suponga una modificación sustancial.
  En este caso, a su retorno serán admitidas con liberación total de tributos a la importación.

107. El plazo para la reimportación de las mercancías exportadas temporalmente es de seis meses, prorrogable por igual período mediante resolución de la Dirección General de Aduanas.  Las mercancías en régimen temporal, excepto los vehículos, maquinaria y equipo, pueden permanecer en el extranjero hasta tres meses contados desde la fecha de aceptación de la póliza respectiva por la Aduana.  Este plazo podrá ser prorrogado por un período igual, a juicio de la Dirección General de Aduanas.  Los vehículos y la maquinaria y equipo podrán salir y volver a entrar sin pagar derechos aduaneros, siempre que retornen dentro del plazo de un año;  la maquinaria y equipo podrán igualmente salir del país siempre que retornen dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que se autorizó su salida;  ambos plazos podrán ampliarse en casos debidamente calificados.

108. El régimen de exportación temporal para perfeccionamiento pasivo permite exportar temporalmente mercancías nacionales, con suspensión de los gravámenes de exportación, que actualmente no se aplican, para ser sometidas en el exterior a una elaboración o transformación, y ser reimportadas posteriormente como productos compensadores (es decir, el producto final), con exoneración total o parcial de los gravámenes a la importación.

ii) Impuestos a la exportación

109. El café es el único producto de exportación que está sujeto a una tasa de exportación en Honduras.  Por cada quintal de café exportado los exportadores deben pagar 13,25 dólares EE.UU. al Instituto Hondureño de Café (IHCAFE), parte de esta tasa esta destinada al pago de la deuda cafetalera y la financiación de un fideicomiso para reactivar el sector.
  Esta tasa puede deducirse como gasto del Impuesto sobre la Renta.

110. El impuesto de ventas sobre las exportaciones tiene una tasa de 0 por ciento.

iii) Prohibiciones, licencias y otras restricciones

111. Honduras restringe o prohíbe algunas exportaciones por razones de salud pública, de moral y para cumplir con los compromisos estipulados en acuerdos internacionales de los cuales es signatario.

112. Según el Código de Salud, se prohíbe exportar cualquier alimento alterado, contaminado, adulterado, falsificado o que por alguna otra circunstancia técnicamente se presuma nocivo para la salud.

113. Honduras se ha comprometido a prohibir las exportaciones de ciertas plantas y animales en peligro de extinción de conformidad con la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES).

114. La exportación y reexportación de cemento hacia el resto de Centroamérica se permite siempre y cuando no haya desabastecimiento en el mercado doméstico, pero al parecer estas transacciones todavía están sujetas a un permiso especial emitido por la SIC.  El exportador tiene que presentar una solicitud a la DGPC y a la Dirección de Servicios Legales, ambas de la SIC, las cuales dictaminarán si la exportación se debe de llevar a cabo.  La autorización para exportar es vigente por un año.

115. Honduras prohíbe la exportación de maderas de especies latifoliadas provenientes de bosques naturales.  Estas maderas sólo se pueden exportar transformadas o procesadas, por lo que no se permite la exportación de madera en rollo o escuadrada de dichas especies.

116. Al parecer, no existe un sistema de licencias de exportación en Honduras.

iv) Subvenciones e incentivos a las exportaciones

117. Honduras notificó a la OMC que durante 2004-08 no aplicó subvenciones a la exportación de productos agrícolas.
  Estas son las notificaciones más recientes.

118. Honduras notificó tres programas de subvenciones a la OMC:  el régimen de importación temporal (RIT)
, las Zonas Libres (ZOLI)
, y las Zonas Industriales de Procesamiento para Exportaciones (ZIP).
  Los tres programas han estado vigentes desde finales de los años 70 y principios de los 80.  Las leyes y reglamentos que regulan estos tres regímenes no han sufrido mayores cambios desde el último Examen de las Políticas Comerciales de Honduras en 2003.  En los tres casos, los programas permiten las importaciones de ciertos productos exentos o, en el caso del Régimen de Importación Temporal, la suspensión de los derechos de aduana y otros impuestos a las importaciones.  Los incentivos concedidos tienen el fin de promover las exportaciones, atraer la inversión, estimular la producción, la competitividad y la creación de puestos de trabajo.  Esos incentivos no han cambiado desde el Examen anterior (cuadro III.7).  La SIC se encarga de la supervisión, control y promoción de los regímenes especiales de importación temporal, zonas libres turísticas y otras zonas francas incluyendo las zonas libres.
119. Los bienes y servicios producidos en las Zonas Libres pueden venderse en el territorio nacional sujetos al pago de derechos arancelarios y demás impuestos, siempre y cuando no superen los límites establecidos en la legislación.
  El límite es un 5 por ciento de la producción de una empresa establecida en Zonas Libres.  Sin embargo, el nuevo Reglamento de la Ley de Zonas Libres estipula que las empresas que se dediquen a producir bienes de los cuales no exista producción nacional, podrán internar al territorio aduanero nacional la totalidad de su producción, debiendo pagar los derechos arancelarios y demás impuestos y gravámenes de los que estaban exoneradas, incluyendo los impuestos municipales.
  Los bienes producidos en las ZIP pueden ser importados al territorio hondureño, siempre y cuando no haya producción nacional de las mismas, pagando los derechos arancelarios.

120. Honduras puede mantener estos programas de apoyo a las exportaciones hasta que su producto nacional bruto (PNB) por habitante alcance los 1.000 dólares EE.UU. en dólares constantes de 1990 por tres años consecutivos.
  En los tres últimos años para los cuales se dispone de datos (2005-2007) el Ingreso Nacional Bruto (INB)
 de Honduras se ha mantenido bajo los 1.000 dólares EE.UU. en dólares constantes de 1990.
  Ante la posibilidad de que su PNB excediera del máximo establecido en el Acuerdo SCM, en diciembre de 2001 Honduras se reservó el derecho de aplicar el procedimiento especial acordado por la Conferencia Ministerial de Doha para seguir manteniendo subvenciones a la exportación en relación con sus regímenes de zonas libres, zonas industriales e importación temporal.

Cuadro III.7
Subvenciones notificadas a la OMC

	Programa
	Beneficiarios
	Incentivo

	Régimen de Importación Temporal


	Las personas naturales o jurídicas nacionales o extranjeros
	Suspensión del pago de derechos aduaneros y cualesquiera otros impuestos y recargos incluyendo el impuesto general de ventas, que cause la importación.

	Zonas Libres


	Las personas naturales o jurídicas, hondureñas o extranjeras, instaladas en Honduras

Las empresas deben exportar por lo menos el 95% de su producción
Las empresas comerciales deben destinar no menos del 50% de sus ventas anuales a la exportación o reexportación
	Las empresas industriales gozan de la exoneración del pago de impuestos arancelarios, cargos, recargos y demás impuestos y gravámenes que tengan relación directa o indirecta con las operaciones aduaneras de importación.
Las ventas y la producción que tengan origen en la Zona Libre y los inmuebles y establecimientos comerciales e industriales, quedan exentos del pago de impuestos y contribuciones municipales.  Asimismo, las empresas establecidas en la Zona Libre gozan de la exoneración del pago del Impuesto sobre la Renta.

	Zonas Industriales de Procesamiento para Exportaciones (ZIP)


	Las personas naturales o jurídicas, hondureñas o extranjeras, instaladas en Honduras
	Gozan de la exoneración total del pago de derechos arancelarios, impuesto sobre ventas y demás impuestos, gravámenes, tasas y sobretasas, en el momento de realizar sus importaciones.

Las ventas y la producción que tengan origen en las ZIP, y los inmuebles y establecimientos industriales y comerciales de la misma, quedan exentos del pago de impuestos estatales y municipales.

Las empresas usuarias establecidas en la ZIP gozan de la exoneración del pago del Impuesto sobre la Renta.


Fuente:
Documento de la OMC G/SCM/N/186/HND de 18 de septiembre de 2006.

121. Además de las ZOLI y las ZIP, en 2001 Honduras puso en operación otro régimen similar:  las Zonas Agrícolas de Exportación (ZADE).
  Las ZADE pueden localizarse en cualquier parte del país y tienen el propósito de fomentar la producción agrícola orientada exclusivamente a la exportación, mediante el establecimiento de "empresas agrícolas de exportación".  Las empresas incorporadas a este régimen están exoneradas del pago de todos los derechos aduanales y otros impuestos internos sobre los bienes que importen y/o exporten;  estas empresas también están exentas del pago del Impuesto sobre la Renta.  Las empresas que se acogían al régimen de ZADE podían vender sus productos en el país cuando la producción nacional no era suficiente, pagando los derechos arancelarios y demás gravámenes que correspondan.  Este régimen se suspendió y, según las autoridades, actualmente sólo existe una empresa que se beneficia y exporta el 100 por ciento de su producción.

122. La Ley de Aduanas (Decreto N° 212-87) contempla la devolución de gravámenes (sistema drawback).  Este régimen aduanero permite obtener el reembolso total o parcial de los gravámenes arancelarios, pagados o caucionados en el momento de la importación de determinadas mercancías, cuando éstas u otras equivalentes se reexporten después de ser transformadas, modificadas o incorporadas a productos de exportación.  Este régimen ha quedado en desuso, ya que los exportadores prefieren utilizar el Régimen de Importación Temporal antes mencionado.

v) Financiación, seguros y garantías

123. Al parecer, Honduras no mantiene programas oficiales de financiación o seguros a las exportaciones.

vi) Promoción a las exportaciones y asistencia para la comercialización

124. Las instituciones que brindan apoyo a los exportadores son el Ministerio de Industria y Comercio, a través de la Dirección General de Promoción Exterior e Inversiones y el CENTREX;  la Fundación para la Inversión y el Desarrollo de Exportaciones (FIDE);  la Fundación Hondureña de Inversión Agrícola (FIA);  la Federación de Agroexportadores de Honduras (FPX);  las Cámaras de Comercio e Industria de Honduras;  la Asociación Nacional de Exportadores de Honduras (ANEXHON);  el Consejo Hondureño de la Empresas Privadas (COHEP) y la Asociación Nacional de Industriales (ANDI).

125. La SIC por medio la Dirección General de Promoción de Comercio Exterior e Inversiones continúa siendo la institución encargada de facilitar y promover el desarrollo industrial, el comercio de bienes y servicios, así como las exportaciones e inversiones, estableciendo una estrecha relación con los sectores productivos del país.

126. La Fundación para la Inversión y el Desarrollo de Exportaciones (FIDE), una institución en la que están representados los empresarios, el gobierno y el sector laboral, está implementando dos programas, "Honduras Compite" y "Programa Nacional de Competitividad" que tienen como uno de sus objetivos promover las exportaciones.  Uno de los pilares del Programa Nacional de Competitividad es la promoción de exportaciones.  Para alcanzar este objetivo se han identificado cuellos de botella que habría que resolver urgentemente, según las autoridades.  El programa Honduras Compite busca desarrollar aquellos sectores que han sido identificados como de mayor potencial productivo, por ejemplo;  ensamblaje ligero, sector agropecuario y forestal, y el turismo.
127. El Centro de Promoción de Negocios Agrícolas (CPNA) tiene como objetivo el desarrollo del sector agropecuario en Honduras mediante la promoción de las exportaciones de productos agrícolas.  El CPNA tiene a su cargo el Programa Nacional para la Promoción de Agronegocios, que tiene como prioridad brindar información sobre mercados, facilitar la comercialización, promover la innovación tecnológica y facilitar la financiación.

128. El Centro de Desarrollo de Agronegocios (CDA/FINTRAC) es un proyecto que inició actividades en el año 2000, que tiene como objetivo brindar asistencia técnica a productores, procesadores y exportadores de frutas y vegetales frescos y procesados en las áreas de mercadeo, manejo postcosecha, producción, procesamiento e información sobre tecnologías.
  En 2006 el CDA/FINTRAC inició un programa para Entrenamiento y Desarrollo de Agricultores (EDA) que estará en operación hasta 2011.  El objetivo del EDA es aumentar los ingresos rurales y las oportunidades de empleo por medio del desarrollo agrícola sostenible.  Los componentes claves del programa son:  la identificación y el desarrollo de mercados, el desarrollo de capacidades de agronegocios, la facilitación del acceso al crédito y el desarrollo de capacidades de producción y postcosecha.

129. La Federación de Agroexportadores de Honduras (FPX) implementa varios programas con el fin de fortalecer el sector agroexportador hondureño (Proforca);  por ejemplo, el Programa de fortalecimiento de la capacidad agroexportadora y el Programa Interinstitucional para la Diversificación de Exportaciones de Honduras (PIIDEH).  Por medio de estos programas FPX intenta mejorar el acceso al mercado internacional para los productos hondureños, aumentar la participación de pequeños y medianos agricultores en el comercio exterior;  así como diversificar las exportaciones agrícolas.

130. Por medio del Programa de Fortalecimiento de la Capacidad de Agroexportadores (PROFORCA) se provee asistencia técnica, financiación e información sobre métodos de producción y comercialización de productos agropecuarios con el fin de aumentar la competitividad de los productores agropecuarios y el acceso a mercados de agroexportación.  Los beneficiarios del programa son productores y agroindustrias hondureñas de productos agropecuarios no tradicionales de exportación (PANTES).  Los componentes del programa son la gestión y promoción comercial y la asistencia técnica al desarrollo de nuevos procesos productivos.

131. El Programa Interinstitucional Integrado para la Diversificación de Exportaciones en Honduras (PIIDEH) es una estrategia que se inició en 2007 y tiene como principal objetivo aumentar la competitividad y diversificar las exportaciones no tradicionales, con lo cual Honduras ampliaría su oferta exportable.
  Para lograr estos objetivos, el Programa apunta a capacitar expertos locales del sector público y privado en aspectos de mercadeo.
3) Otras Medidas que Afectan a la Producción y el Comercio

i) Incentivos

a)
Incentivos fiscales y financieros

132. Según las autoridades hondureñas, existen estudios sobre la situación tributaria del país que han mostrado que debido a la proliferación de incentivos, exenciones y tratamientos especiales y a la falta de un control centralizado de los mismos, no se puede cuantificar el monto preciso de sacrificio fiscal que representan los incentivos fiscales.  Por lo tanto, recientemente (mayo de 2010) se creó dentro del esquema de modernización de la administración pública una unidad especializada, el Registro de Exoneraciones y de Regímenes Especiales a cargo de la Dirección Ejecutiva de Ingresos (DEI), encargada del control y del registro de las exoneraciones y privilegios otorgados.  En este nuevo marco, el registro es obligatorio para que las personas naturales o jurídicas gocen de exenciones o exoneraciones o se beneficien de un régimen especial, y también es un requisito para seguir gozando de los beneficios otorgados.

133. Honduras otorga exoneraciones fiscales por medio de varios programas, entre ellos el Régimen de Importación Temporal (RIT), las Zonas Industriales de Procesamiento (ZIP) y las Zonas Libres (ZOLI).

134. La maquinaria, aparatos, repuestos e insumos utilizados en la industria lechera, incluidas las envasadoras y plantas procesadoras, están exentos del impuestos sobre ventas.
  Las compañías mineras, al amparo de la Ley General de Minería, gozaron hasta 2006 de exoneración del pago de impuestos de importación y derechos aduaneros al importar equipo, maquinaria, repuestos y materiales, con excepción de los derivados del petróleo, necesarios para el desarrollo eficiente y económico de las operaciones mineras.

135. El sector turismo es una prioridad dentro de la estrategia nacional de desarrollo.  Por lo tanto, el Estado procura fomentar y promover el turismo, mejorar la oferta de servicios relacionados con el turismo y reestructurar las zonas turísticas.
  En consecuencia, los proyectos turísticos nuevos gozan de una serie de incentivos fiscales.  Durante 2003-10 estos proyectos han estado exentos:  del pago del Impuesto sobre la Renta por diez años a partir del inicio de operaciones;  y del pago de impuestos y demás tributos que cause la importación de los bienes y equipos nuevos necesarios para la construcción e inicio de operaciones de ciertos proyectos turísticos, la importación de vehículos automotores para uso en el turismo y la importación de aeronaves o embarcaciones nuevas o usadas para actividades relacionadas con el turismo.  A partir de mayo de 2010 algunos de estos incentivos han sido derogados.
  La Secretaría de Turismo ha estado encargada de la administración y adjudicación de estos incentivos.  Los beneficiarios de los incentivos antes mencionados son los individuos o compañías nacionales o extranjeros (debidamente registrados) que estén vinculados directamente al turismo o que presten servicios a los turistas.

b)
Programas de apoyo, asistencia y crédito

136. El Fondo de Desarrollo Rural, administrado por el Banco Nacional de Desarrollo Agrícola (BANADESA), ofrece financiación a empresas de desarrollo rural y asociaciones municipales para que éstas financien a pequeños productores agropecuarios marginales y de subsistencia;  a grupos indígenas, familias rurales sin tierra y a microempresarios.

ii) Política en materia de competencia y controles de precios

a)
Política de competencia

137. Un importante cambio en la política comercial hondureña desde el último examen en 2003 es la adopción de legislación en materia de política de competencia, y el establecimiento de instituciones para su implementación.  Es una iniciativa importante porque el mercado hondureño se ha caracterizado por una fuerte concentración.  La legislación en materia de competencia la constituyen la Constitución, la nueva Ley para la Defensa y Promoción de la Competencia (Decreto Legislativo N° 357-2005 de 4 de febrero de 2006) y su reglamento (Acuerdo N° 001-2007), el Código de Comercio (Norma N° 73-50 de 16 de enero de 1950), el Código Penal (Decreto N° 144-83 de 23 de agosto de 1983) y la Ley de Protección al Consumidor (Decreto N° 24 de 2008).

138. La Comisión para la Defensa y Promoción de la Competencia (CDPC), creada en 2006, es la institución responsable de implementar la Ley para la Defensa y Promoción de la Competencia.
  Para poder desarrollar sus funciones efectivamente, la Comisión supervisa de manera continua el desempeño de los diversos sectores de la economía, para determinar si las condiciones no son de libre competencia y proponer las medidas necesarias para fortalecer y mejorar esas condiciones.  Con este fin la CDPC está facultada para iniciar y realizar cualquier investigación relacionada con los temas que están bajo su responsabilidad (cuadro III.8).  A raíz de estas investigaciones y estudios la CDPC ha hecho recomendaciones sobre las políticas que se deberían seguir en la industria farmacéutica, en el mercado de la energía y de tarjetas de crédito.  La CDPC también hace investigaciones sobre la existencia de prácticas o conductas prohibidas por la Ley, y toma las medidas que sean necesarias para que dichas prácticas o conductas cesen, sin perjuicio de aplicar las sanciones que correspondan.  La CDPC coordina con las Comisiones Reguladoras en sectores como:  banca y seguros, telecomunicaciones y energía para facilitar la implementación de la Ley de competencia.
Cuadro III.8

Actividades de la CDPC, 2006-09

	Año
	Resoluciones
	Sector

	2006-2007


	14 resoluciones de concentración económica
	11 sector financiero

1 en combustibles derivados del petróleo

1 en salud

1 en comercio de bienes

	
	5 investigaciones de oficio
	1 sector bancario

1 productos farmacéuticosa

1 tarjetas de crédito y pagob

1 TV por cable

1 combustibles fósiles

	2008
	16 resoluciones de concentración económica
	10 sector financiero

3 sector agropecuario

1 comercio de electroconductores

1 generación de energía eléctrica

1 comercio de automóviles

	
	6 investigaciones (2 por denuncia y 4 de oficio)
	1 televisión por cable (denuncia)

1 tarjetas de crédito (denuncia)

1 productos farmacéuticos

1 combustibles líquidos y gas GLP

1 transporte de combustibles líquidos

1 comercialización de azúcar

	2009
	3 resoluciones de concentración económica
	1 industria de servicios inmobiliarios

1 industria panificadora

1 industria comercializadora de productos del petróleo

	
	6 investigaciones en proceso de evacuación (3 de oficio y 3 por denuncia)
	


a
Las acciones derivadas de la investigación a varios agentes económicos de este sector concluyeron en la emisión de resoluciones 
en las que se determinó que los agentes económicos investigados sí habían infringido el Artículo 5 numeral 1) de la Ley.  En las 
resoluciones se impusieron una serie de medidas específicas relacionadas con el cese de la práctica restrictiva de la competencia. 
Además, y con el objeto de disuadir ese tipo de comportamientos, los infractores (colusión) fueron sancionados con multas 
millonarias.  Dicha práctica concertada tuvo por objeto la fijación o establecimiento de menores porcentajes de descuentos a los 
que se ofrecían en libre competencia.

b
Los resultados de la investigación derivaron en varias recomendaciones:  la promoción de una normativa específica para regular 
las tasas de intercambio y adquisición, la regulación de las transacciones realizadas con tarjetas de débito, la creación de 
directrices y criterios para hacer transparentes las relaciones contractuales entre los emisores y los agentes adquirentes, y entre 
éstos y los comercios afiliados.

Fuente:
Información proporcionada por las autoridades.
139. La Constitución de la República (artículo 339), prohíbe los monopolios, monopsonios, oligopolios, acaparamiento y prácticas similares en la actividad industrial y mercantil.  Pero, según la Constitución, el Estado puede reservarse el ejercicio de ciertas funciones:  industrias básicas, explotaciones y servicios de "interés público".  No obstante, la Constitución y la Ley de Competencia prevén que el Estado estará sujeto a la Ley de Competencia en aquellos casos en que esté cumpliendo o pretenda cumplir roles de Estado empresario.

140. La Ley para la Defensa y la Promoción de la Competencia tiene como objetivo promover y proteger el ejercicio de la libre competencia, con fines de eficiencia del mercado y bienestar del consumidor.  La Ley rige sobre todas las áreas de actividad económica inclusive aquellas que estén reservadas para el Estado.
  La Ley regula las concentraciones económicas, a fin de impedir los abusos de las empresas que puedan tener una posición dominante en el mercado;  también prohíbe las prácticas restrictivas de la libre competencia, tanto por su naturaleza como por su efecto (recuadro III.1).

	Recuadro III.1:  Prácticas restrictivas prohibidas por su naturaleza

1)
Establecer precios, tarifas o descuentos;

2)
Restringir, total o parcialmente la producción, distribución, suministro o comercialización de bienes o


servicios;

3)
Repartirse directa o indirectamente el mercado en áreas territoriales, clientela, sectores de suministro o 
fuentes de aprovisionamiento;

4)
Establecer, concertar o coordinar posturas o abstenerse concertadamente de participar en licitaciones, 
cotizaciones, concursos o subastas públicas.

Prácticas restrictivas prohibidas por su efecto

Se consideran prácticas prohibidas por su efecto las siguientes:

1)
La imposición de restricciones concernientes al territorio, al volumen o a los clientes entre agentes 
económicos que no sean competidores entre sí, así como la obligación de no producir o distribuir bienes o 
servicios por un tiempo determinado a un agente económico distribuidor o proveedor;

2)
La fijación de los precios o demás condiciones, que el agente económico distribuidor o proveedor debe 
observar al vender bienes o prestar servicios;

3)
La concertación entre agentes económicos para ejercer presión contra algún agente económico con el 
propósito de disuadirlo a tomar una determinada conducta u obligarlo a actuar en un sentido determinado;

4)
La subordinación de la firma de un contrato a la aceptación de prestaciones suplementarias que por su 
naturaleza no tienen relación con los objetivos del contrato;

5)
La transacción sujeta a la condición de no usar, adquirir, vender o proporcionar, los bienes o servicios 
producidos, distribuidos o comercializados por un tercero;

6)
La fijación de precios por debajo del costo, para eliminar a los competidores en forma total o parcial o la 
aplicación de prácticas desleales;

7)
La limitación de la producción, distribución o el desarrollo tecnológico por parte de un agente económico, en 
perjuicio de los demás agentes económicos o los consumidores;

8)
El otorgamiento de condiciones favorables por parte de un agente económico a sus compradores con el 
requisito de que sus compras representen un determinado volumen o porcentaje de la demanda de 
aquellos;  y

9)
Cualquier otro acto o negociación que la Comisión considere restrinja, disminuya, dañe o impida el 
proceso de libre competencia en la producción, distribución, suministro o comercialización de bienes o 
servicios.

Prácticas abusivas:
1)
Condicionar la adquisición de bienes o servicios a la de otros bienes o servicios no requeridos por el 
consumidor.  Se exceptúan los que de acuerdo a los usos y costumbres comerciales sean ofrecidos en 
conjunto;
2)
Negar el suministro de bienes o la prestación de servicios al consumidor.  En los casos en que se hayan 
establecido modalidades, condiciones o limitaciones en los términos de la presente Ley, éstos se deberán 
señalar oportuna y públicamente al consumidor;

3)
Negar o condicionar el suministro de bienes o la prestación de servicios al consumidor por razones de 
raza, sexo, clase, religión, edad y cualquier otra razón lesiva a la dignidad humana;

4)
Solicitar, obligar o permitir al consumidor firmar en blanco, en todo o en parte, cualquier documento, 
contrato o título valor que le imponga una obligación;

5)
Hacer circular información o cualquier otra acción que desprestigie al consumidor a causa de las acciones que 
realice en ejercicio de sus derechos;

6)
Realizar cobros utilizando medios que atenten contra el honor e imagen de los consumidores o a través de 
mecanismos intimidatorios o difamatorios;
7)
Establecer precios fraccionados para los distintos elementos de un bien o servicio que constituya una 
unidad, cuando la finalidad sea el incremento del precio normal para dicho bien o servicio o encubrir el 
valor completo del bien;

8)
Acaparar, especular, adulterar, desabastecer o negar la venta de bienes para el consumo o la salud, así 
como de los insumos indispensables, materias primas, materiales, envases, empaques y productos 
semielaborados necesarios para su producción y comercialización con la finalidad de provocar el alza de 
sus precios o cualquier otro perjuicio económico al consumidor;  y

9)
Acaparar, especular, desabastecer o negar la venta de los bienes, servicios e insumos necesarios para la 
operación de las actividades económicas del país:

Fuente:
La Gaceta N° 30,920, Sección Acuerdos y Leyes, República de Honduras - Tegucigalpa, M.D.C. de 4 de 


febrero de 2006;  y Artículo 68, Ley de la Protección al Consumidor, La Gaceta N° 31,652, República de 


Honduras, Tegucigalpa, M.D.C. de 7 de julio de 2008.


141. Según la Ley sobre Competencia, las prácticas que son restrictivas por su efecto pueden prohibirse sólo si se comprueba que la participación en el mercado afectado es superior al que establezca la CDPC para delimitar si una conducta es prohibitiva.  El reglamento de aplicación de esta Ley establece las pautas generales que debe seguir la CDPC para determinar cuál es el mercado relevante y los elementos que se deben tener en cuenta para determinar si un agente tiene participación "notable" en un mercado.  Si se comprueba, a raíz de una investigación, que la práctica es prohibida, la CDPC también puede imponer multas, sin perjuicio de las acciones penales o civiles.  El Reglamento establece las multas, que variarán según la gravedad de la conducta y del número de infracciones, y del alcance que la restricción ha tenido sobre la libre competencia o del daño y perjuicio a los consumidores o de la dimensión del mercado afectado.  En cualquier momento durante una investigación la CDPC puede imponer medidas provisorias.  Las decisiones de la Comisión se harán públicas por medio de una resolución.  Los agentes económicos pueden apelar una decisión de la Comisión.  Estos tienen el derecho de interponer ante la misma Comisión un Recurso de Reposición, el que una vez resuelto agota la vía administrativa, quedando como única solución la autoridad judicial independiente, específicamente la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.
142. La ley también prohíbe las concentraciones económicas cuyo objetivo o efecto sean restringir, disminuir, dañar o impedir la libre competencia.  Las concentraciones económicas deben ser notificadas a la CDPC por los agentes económicos previamente a la fusión y las mismas podrán ser sometidas a verificación.  La Comisión verificará las operaciones de concentración económica cuyo monto de activos exceda el equivalente de 10.000 salarios mínimos (calculado sobre el promedio diario), un volumen de ventas de 15.000 salarios mínimos (calculado sobre el promedio diario), o cuando la participación conjunta de los agentes económicos involucrados en la concentración económica exceda del 20 por ciento del mercado relevante.

143. Para determinar si una concentración económica impide la libre competencia, la CDPC debe tomar en cuenta los siguientes criterios:  la cuota de mercado;  la posibilidad de que la concentración económica conlleve prácticas o conductas prohibidas, o constituya una barrera a la entrada de nuevos agentes económicos;  la posibilidad de que la concentración económica facilite el aumento unilateral de precios, sin que los demás agentes económicos puedan contrarrestar dicho poder;  y la posibilidad de que la concentración sea la única opción para evitar la salida del mercado de los activos productivos de uno de los agentes económicos participantes en la concentración.  La CDPC puede ordenar la suspensión temporal de una operación durante una investigación para determinar los efectos de una concentración económica.  Según sea el resultado de la investigación, la CDPC puede tomar una decisión favorable, ordenar la desconcentración o dictar la imposición de las medidas correctivas necesarias.

144. La Ley de Competencia de 2005 derogó el artículo 424 del Código de Comercio (Norma N° 73-50) que permitía "los pactos entre empresas que reglamenten las condiciones y modalidades en general de la cantidad y calidad de la producción o de las características de los servicios prestados al público."

145. La Ley de Protección al Consumidor también enumera una serie de prácticas abusivas (recuadro III.1).  Las infracciones de esta Ley se sancionan.  La sanción puede ser una multa de uno a 10.000 salarios mínimos y el cierre del establecimiento por un mes.  Los consumidores pueden recurrir a la autoridad administrativa o iniciar una acción judicial cuando resulten afectados sus intereses.  La resolución por la que se impone la sanción, indicando el tipo de infracción cometida y el nombre del proveedor, debe publicarse en un diario de gran circulación.  La Dirección General de Protección al Consumidor, la autoridad que aplica la Ley de Protección al Consumidor, puede iniciar una investigación por su propia iniciativa.

146. La Ley de Protección al Consumidor, Decreto N° 24-2008, prescribe el retiro inmediato del mercado de los bienes o servicios que infrinjan las disposiciones contenidas en las normas y reglamentos técnicos.

147. La publicación de la Secretaría Ejecutiva del Consejo Centroamericano de Protección al Consumidor (CANDECO), "El Estado de la Protección de los Derechos de los Consumidores en Centroamérica" indica que la protección de los consumidores hondureños es aún deficiente.
  Las autoridades indicaron que este estudio se realizó cuando la antigua Ley de Protección al Consumidor estaba vigente y consideran que la implementación de la nueva Ley aprobada en 2008 solventará muchos de los problemas mencionados en el estudio.

b)
Controles de precios

148. La DGPC (en la SIC), tiene como función la implementación de la Ley de Protección al Consumidor, su Reglamento y demás disposiciones aplicables, así como monitorear los precios de bienes y servicios, orientar al consumidor y supervisar las ferias del agricultor, del artesano y de la salud.

149. La Ley de Protección al Consumidor (Decreto N° 24 de 2008) reemplazó a la antigua Ley de Protección al Consumidor de 1989, que no reunía los requisitos para proteger efectivamente los derechos de los consumidores.  El Reglamento de la Ley de Protección al Consumidor se emitió en 2009.
  La Ley regula la comercialización de bienes y servicios, así como la prestación de servicios públicos si estos no fueran regulados por otras leyes.  En principio la Ley regula todos los servicios públicos:  energía eléctrica, telecomunicaciones, agua potable y servicios de alcantarillado, recolección de desechos, transporte público urbano e interurbano, salud y educación.  Se excluyen, según el Artículo 2 de la Ley, los sectores regulados por un ente propio, es decir;  la Comisión Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL), el Ente Regulador de los Servicios de Agua Potable y Saneamiento (ERSAPS), la Comisión Nacional de Energía y la Comisión Nacional de Bancos y Seguros (CNBS).

150. La Ley de Protección al Consumidor prohíbe acaparar, especular, desabastecer o negar la venta de bienes de primera necesidad o esenciales para el consumo o la salud, así como los insumos indispensables para la producción, con la finalidad de provocar el aumento de sus precios o cualquier otro perjuicio económico al consumidor.  Está también prohibido por la ley cobrar un precio superior al anunciado o publicado.

151. En conformidad con la nueva Ley se debe hacer un plan de estabilización y concertación de precios de los artículos de la canasta básica de "demanda estacional".
  No existe todavía un reglamento para diseñar este plan.

152.  En 2007, con el fin de controlar la especulación de precios en todo el territorio nacional, Honduras estableció un mecanismo de control de precios para los productos esenciales de consumo popular de canasta básica.  Los precios de unos 25 productos, entre los que figuran arroz, frijoles, azúcar, sal, aceite vegetal, manteca, harina de trigo, harina de maíz, huevos, leche, café molido y pollo, quedaron sujetos a un monitoreo de precios.  Los precios máximos se fijaron inicialmente por un período de seis meses;  este período se podía acortar si se "regularizaba" el comercio o prorrogar si no se "regularizaba".  La regularización del comercio según las autoridades dependía del abastecimiento del mercado interno.  Los precios máximos de los productos controlados se fijaban sobre la base de los precios registrados el 1° de septiembre del 2007 en la Feria del Agricultor y del Artesano organizada por la Secretaría de Industria y Comercio.
  A partir de 2007 no se volvió a sugerir fijación de precios.

153. El precio máximo de venta para los servicios esenciales y el precio de los insumos necesarios para la producción de los bienes y servicios y los insumos indispensables para la "operación de las actividades económicas del país", también están fijados por la DGPC.  No existe una lista de bienes o servicios sujetos a control de precios.  Se determinará un precio máximo de venta sólo en casos fortuitos o de fuerza mayor que ocasionen situaciones de emergencia, desastre o calamidad, así como cuando los bienes o servicios sean comercializados bajo un régimen de monopolio u oligopolio y se compruebe la ausencia de libre competencia;  en este último caso se requiere dictamen favorable de la Comisión para la Defensa y Promoción de la Competencia.

154. Es política del Estado asegurar el suministro de medicamentos de calidad óptima al precio más bajo posible.  Por lo tanto, la antigua ley permitía a la SIC controlar los precios al consumidor.  La SIC fijaba el porcentaje máximo de utilidad bruta para la venta de productos farmacéuticos.  En el caso de los productos importados, la utilidad se determinaba sobre la base del precio c.i.f. cuando se trataba de productos importados y sobre la base del precio ex-fábrica cuando los productos eran manufacturados en Honduras.  El margen de utilidad en la venta de productos genéricos podía ser distinto al fijado para la venta de productos comerciales con la marca de fábrica.  La antigua ley también establecía que el porcentaje de utilidad bruta de los productos farmacéuticos vendidos en hospitales o policlínicas privadas no podía exceder del 25 por ciento sobre el costo original.

155. En virtud del Acuerdo N° 139-97, el Estado podía controlar los márgenes de beneficios de las medicinas y demás productos farmacéuticos para consumo humano, pero ese Acuerdo quedó derogado al entrar en vigencia la nueva Ley de Protección al Consumidor.  Actualmente el Estado fija el precio de los hidrocarburos.

156. Las instituciones autónomas del Estado que proporcionan servicios al público tales como la Empresa Nacional de Energía Eléctrica (ENEE)
, el Servicio Nacional de Acueductos y Alcantarillados (SANAA)
, la Empresa Hondureña de Telecomunicaciones (HONDUTEL)
 y la Empresa Nacional Portuaria (ENP), fijan las tarifas para dichos servicios.  Estas instituciones tienen autonomía para fijar sus propias tarifas, las cuales no tienen que ser aprobadas por la Secretaría de Comunicaciones, Obras Públicas y Transporte (SOPTRAVI) ni por la Comisión Nacional Supervisora de los Servicios Públicos (CNSSP).  En la actualidad la CNSSP sólo fija las tarifas para los servicios prestados por la Empresa de Correos de Honduras (HONDUCOR), la Empresa Nacional Portuaria (ENP), y el Instituto de Hondureño de Antropología e Historia (IHAH).  Dichas tarifas se fijan sobre la "base de los costos económicos reales" de prestación del servicio más un porcentaje mínimo de recuperación de inversiones.

157. Las autoridades controlan también las tasas de interés cobradas por los créditos al consumidor en ventas a plazo.  Las tasas de interés que se aplican a estas ventas no pueden exceder el doble de la tasa media del interés efectivo aplicado al Crédito al Consumo del Sistema Bancario Nacional del mes precedente, más la tasa de inflación interanual correspondiente.  La Comisión Nacional de Bancos y Seguros publica en el boletín estadístico mensualmente las tasas de interés máximas y mínimas promedio del Sistema Bancario Nacional;  mientras que el Banco Central de Honduras publica mensualmente la tasa de inflación interanual medida por la variación del Índice de Precios al Consumidor.
iii) Contratación pública

158. Honduras no es miembro del Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública de la OMC ni está considerando su adhesión.

159. El marco legal en materia de contratación pública no ha cambiado sustancialmente desde 2003.  La Ley de Contratación del Estado (Decreto N° 74-2001 de 1° de junio de 2001) y su Reglamento (Acuerdo Ejecutivo N° 055-2002 de 15 de mayo de 2002) continúan rigiendo los contratos de obra pública, suministro de bienes y servicios, y consultoría que celebre cualquier entidad del sector público que se financie con fondos públicos.
160. La Ley de Contratación del Estado estableció la creación de la Oficina Normativa de Contratación y Adquisiciones del Estado (ONCAE), la cual fue creada en 2001 pero empezó a operar en 2004.
  Esta oficina está adscrita a la Secretaría de Estado del Despacho Presidencial y su principal responsabilidad es dictar normas y directrices de carácter general para desarrollar o mejorar los sistemas de contratación pública, en sus aspectos operacionales, técnicos y económicos.
  Esta oficina no actúa como órgano de contratación del sector público;  la contratación se realiza en forma descentralizada, por cada una de las entidades estatales, siguiendo las pautas generales establecidas por la ONCAE.

161. La Ley exige que todas las empresas (nacionales o extranjeras) estén inscritas en el Registro de Proveedores y Contratistas del Estado, administrado por la ONCAE, para poder participar en las licitaciones organizadas por el sector público.  Los requisitos de inscripción son iguales para todos los contratistas y la inscripción en el registro es gratuita y válida por tres años.  Actualmente están inscritos unos 1.600 proveedores en el Registro de Proveedores y Contratistas del Estado, entre ellos 27 empresas extranjeras.

162. El órgano responsable de la contratación en cada entidad preparará, en cada caso, el pliego de condiciones y los demás documentos que determinarán el procedimiento de licitación, así como, las estipulaciones generales y especiales del contrato a celebrarse.  Según la Ley, el pliego para una licitación se preparará de tal forma que favorezca la competencia y permita igualdad de participación de los posibles contratistas;  a tal efecto, no se podrá imponer restricciones ni exigir el cumplimiento de requisitos que no sean técnicamente indispensables, que puedan limitar las posibilidades de competencia de algunos participantes.  Si se comprobara que ha habido entendimiento malicioso entre dos o más participantes, las respectivas ofertas no serán consideradas.  Según las autoridades, no se ha dado ningún caso desde 2003 en que se haya comprobado entendimiento malicioso entre dos o más participantes en un proceso de contratación.

163. Desde 2003 no ha habido cambios en cuanto a las modalidades de contratación.  Existen cinco modalidades estipuladas en la ley:  la licitación pública, la licitación privada, el concurso público, el concurso privado y la contratación directa, y una modalidad estipulada en el Reglamento para las compras menores, que se hacen por cotización.
  La Ley establece que el Presupuesto General de Ingresos y Egresos de la República estipulará anualmente los montos exigibles para determinar la modalidad de contratación que se debe utilizar (cuadro III.9).
164. Cuando se trata de una licitación pública se hace una invitación pública para que todos los interesados presenten sus ofertas.  En el caso de una licitación privada, el órgano responsable de la contratación tiene que invitar a participar a, por lo menos, tres posibles contratistas.  Se hacen licitaciones privadas cuando los contratos no superan un determinado importe como se indica en el cuadro III.9 y cuando existe un número limitado de proveedores o de contratistas calificados, en circunstancias imprevistas como pueden ser casos de emergencia, o por razones de seguridad pública, en caso de carencia de productos de uso esencial y cuando una licitación pública resulte desierta o fracasada.
165. Los contratos de consultoría se adjudicarán mediante concurso, ajustándose a las modalidades de concurso público o privado, que requieren la convocatoria de tres oferentes calificados como mínimo, según los montos establecidos (cuadro III.9).
Cuadro III.9
Umbrales para la aplicación de las modalidades de contratación, 2010

(Lempiras)

	Tipo de contratación
	Umbrales
	Modalidad de contratación

	Obra pública
	≥ 1.800.000
	Licitación pública

	
	= 900.000 < 1.800.000
	Licitación privada

	Suministro de bienes y servicios
	≥ 450.000
	Licitación pública

	
	> 180.000 < 450.000
	Licitación privada

	Consultorías
	≥ 1.800.000
	Concurso público

	
	= 900.000 < 1.800.000
	Concurso privado

	Compras menores
	> 53.000 ≤ 180.000
	Cotización (mínimo tres cotizaciones)

	Compras menores
	≤ 53.000
	Cotización (mínimo dos cotizaciones)


Fuente:
Información proporcionada por las autoridades.

166. La contratación directa se utiliza para obras, suministros o servicios de consultoría de características particulares (por ejemplo, servicios especializados o acuñar moneda) y no en función del monto como en las otras modalidades de contratación.  En estos casos se pueden solicitar cotizaciones sin las mismas formalidades que se requieren cuando se hace una licitación privada.  Asimismo, se podrá contratar directamente en situaciones de emergencia;  cuando se trate de bienes y servicios especializados cuya fabricación o venta sea exclusiva de quienes tengan patente o marca de fábrica registrada, siempre que no haya sustitutos convenientes;  por razones de seguridad;  o cuando se trate de trabajos científicos, técnicos o artísticos especializados.  Para llevar a cabo la contratación directa en los casos antes mencionados se requerirá la autorización del Presidente de la República.  No se han establecido listas de proveedores para la contratación directa.  Sin embargo, se recomienda que los entes contratantes elijan proveedores de las bases de datos existentes en sus Registros y en los registros del Sistema de Honducompras, para asegurar que los proveedores contratados según la modalidad de contratación directa tengan experiencia con las contrataciones y adquisiciones del Estado, que ofrezcan garantías y presenten un buen historial de entrega y de cumplimiento de cláusulas contractuales.

167. La evaluación de las ofertas no se basa exclusivamente en el precio, puede incluir otros factores tales como las condiciones de financiación, los beneficios ambientales o la disponibilidad de repuestos y servicios.  Cuando una licitación no se adjudique a la oferta de más bajo costo, la Ley exige que la autoridad administrativa motive su decisión, la cual deberá ser aprobada por la autoridad superior competente.  La Administración Pública puede establecer otros criterios, como los plazos de entrega, el mantenimiento, la calidad, las garantías del producto y similares, o la mejor adecuación del producto a la necesidad.  Las empresas que deseen impugnar alguna decisión de adjudicación deben hacerlo primero por la vía administrativa y si fuera necesario pueden recurrir a los tribunales nacionales.

168. Se organiza una licitación pública internacional sólo cuando se requieren técnicas especiales o concurran otras razones que justifiquen la participación de contratistas extranjeros.  Las empresas extranjeras ubicadas fuera del territorio hondureño puede participar en cualquier licitación o concurso sin la mediación de un intermediario.  Los extranjeros o nacionales pueden participar aun si no están inscritos en el Registro de Proveedores y Contratistas del Estado, ya que la inscripción es obligatoria sólo cuando un proveedor se ve favorecido en un proceso.  Las empresas extranjeras que participen en cualquier proceso serán sometidas a los mismos requisitos que una empresa nacional.  No obstante, en ciertos casos, cuando haya razones de interés público de por medio
, las empresas extranjeras deberán dar participación a las empresas nacionales en la ejecución del proyecto o la prestación de los servicios en el país.  La Ley no estipula ningún porcentaje de participación ni tampoco cómo determinar ese porcentaje, pero se trata de garantizar la más amplia contratación de empresas y de profesionales hondureños.  En la práctica sólo se realiza una licitación internacional cuando la fuente de financiación es exterior, al menos en parte, ya que la Ley de Contratación del Estado dispone que, de ser financiada exclusivamente con recursos nacionales, se atribuya a personas naturales o empresas hondureñas o de países con los que Honduras tenga un convenio al respecto (ver infra).

169. El sistema de contratación pública hondureño tiene mecanismos que podrían favorecer a las empresas y bienes nacionales.  La Ley de Contratación del Estado establece un margen de preferencia nacional.  Por lo tanto, al evaluar las ofertas para un proyecto de obras públicas, las ofertas presentadas por contratistas extranjeros se aumentan en un 7,5 por ciento del valor originalmente estipulado.
  Asimismo, para la adquisición de bienes o servicios, si las ofertas incluyen bienes importados, se suman al precio de esos bienes los aranceles y demás impuestos de importación o, si los bienes estuvieran exentos, una suma equivalente al 15 por ciento del valor de la oferta.
  Esto no se aplica a las ofertas presentadas por compañías o personas extranjeras originarias de países a los cuales Honduras da trato nacional en virtud de acuerdos bilaterales o multilaterales de comercio que ha suscrito.  Además, la legislación exige una participación del 30 por ciento de las compras del Estado para las Micro, Pequeña y Medianas Empresa (MYPYMES).

170. Además de establecer estos márgenes de preferencia nacional, la Ley también estipula otras medidas para aumentar la participación de las empresas y profesionales hondureños en las licitaciones públicas, medidas que podrían restringir, por lo tanto, la participación de empresas y personas extranjeras.  La Ley dispone que:  en la evaluación de una oferta se considere la utilización de bienes fabricados en Honduras
;  los contratos financiados exclusiva y totalmente con recursos nacionales se otorguen únicamente a contratistas hondureños;  y se incluyan en los documentos de licitación cláusulas especiales para que los fabricantes nacionales puedan competir con los fabricantes extranjeros que reciben subvenciones o incentivos debidamente comprobados.
  Esto excluye en la práctica a todo ente o persona extranjera de toda licitación no financiada con recursos del exterior.  La Ley también permite que los proyectos de más de 50 millones de lempiras sean licitados por partes de no más de 15 millones de lempiras para brindarle mayores oportunidades de participación a los contratistas nacionales.  Asimismo, los contratos de consultoría que se financien en su totalidad con fondos nacionales, que sean adjudicados a empresas extranjeras deben ser ejecutados en Honduras y se debe contratar a personal nacional según estuviere previsto en los términos de referencia.

171. La invitación a presentar ofertas se hace mediante avisos que se publican en el Diario Oficial La Gaceta y por lo menos en otro diario de circulación nacional, y por medio del Sistema de Información de Contrataciones y Adquisiciones del Estado "Honducompras" administrado por la ONCAE.
  Si la licitación fuera internacional, el aviso de invitación a presentar ofertas debe publicarse también en el extranjero.  Las ofertas deben presentarse en idioma español.

iv) Comercio de Estado y empresas estatales

172. Honduras notificó a la OMC que entre 2003 y 2010 no operaron en Honduras empresas comerciales del Estado, según los términos del párrafo 1 del artículo XVII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio.

v) Medidas en materia de inversiones relacionadas con el comercio

173. Los procesadores de ciertos granos básicos que adquieran parte de los granos en el mercado local pueden beneficiarse de reducciones arancelarias al importar estos mismos granos (capítulo IV 1)).

vi) Derechos de propiedad intelectual

a) Introducción

174. Honduras es Miembro de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) y es signatario de varios acuerdos internacionales sobre el derecho de propiedad intelectual.  Desde 2003 Honduras se ha adherido:  al Tratado de Budapest sobre el reconocimiento internacional del depósito de microorganismos a los fines del procedimiento en materia de patentes (2006), al Tratado sobre el Derecho de Patentes (2006), al Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV) (2006) y al Tratado sobre el Derecho de Marcas (2008).

175. El marco jurídico en materia de derechos de propiedad intelectual (DPI) ha sufrido algunos cambios desde el último examen de las políticas comerciales de Honduras principalmente a raíz de la entrada en vigor del RD-CAFTA.  Las principales leyes sobre los DPI son:  la Ley del Derecho de Autor y de los Derechos Conexos (Decreto N° 4-99-E), la Ley de Propiedad Industrial (Decreto Ley N° 12-99-E) que regula el uso de patentes, modelos de utilidad y diseños industriales en Honduras, y la Ley de Implementación del Tratado de Libre Comercio República Dominicana, Centroamérica, Estados Unidos (Decreto N° 16-2006) que reforma las dos anteriores leyes, agilizando el proceso de protección y extendiendo los términos de la protección.  Además la Constitución, otras leyes y reglamentos contienen disposiciones generales en materia de los DPI, y los Códigos Penales establecen penas en caso de infracción de los DPI.  También existen disposiciones que facultan a la aduana para fiscalizar las mercancías (el CAUCA y RECAUCA).  El Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio de la OMC (ADPIC) es parte integrante de la legislación hondureña.

176. La SIC era la entidad responsable de formular e implementar la política hondureña en materia de propiedad intelectual.  A partir de 2004 es el Instituto de la Propiedad, que actúa por medio de la Dirección General de Propiedad Intelectual (DIGEPIH).  La DIGEPIH es el servicio de información establecido a los efectos del Artículo 69 del Acuerdo.
  La DIGEPIH comprende la Oficina Administrativa de Derecho de Autor y Derechos Conexos y la Oficina de Registro de Propiedad Industrial.  Las funciones de la DIGEPIH son principalmente garantizar y fortalecer la protección de los derechos de propiedad intelectual, así como cumplir con los compromisos internacionales y participar en los procesos de negociación bilateral y multilateral en materia de propiedad intelectual.

b)
Derechos de autor y derechos conexos

177. La Ley del Derecho de Autor y de los Derechos Conexos de 1999 incorpora, según las autoridades, los principales elementos de protección del Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor (WCT) y el Tratado de la OMPI sobre Interpretación o Ejecución de Fonogramas (WPPT), así como las normas internacionales establecidas en el acuerdo de los ADPIC.

178. La Ley del Derecho de Autor y de los Derechos Conexos protege todas las creaciones originales en el campo literario y artístico.  Dentro de éstas se incluyen como obras los programas informáticos y las bases de datos.  La Ley protege los derechos de los autores hondureños y de los extranjeros residentes en Honduras, así como las obras extranjeras publicadas por primera vez en Honduras.  Honduras no establece excepciones o exenciones al trato nacional para los extranjeros que publiquen sus obras en Honduras.  Los derechos de los extranjeros cuyas obras han sido publicadas por primera vez en el exterior son protegidos en virtud de convenciones internacionales o, a falta de éstas, sobre la base del principio de reciprocidad.

179. Entre los derechos que se conceden a los titulares se prevé el derecho de distribución, ya sea por medio de la venta, arrendamiento o cualquier otra forma, y el derecho de comunicación de la obra, independientemente del momento y lugar en que se tenga acceso a la misma.

180. Los plazos de protección han variado desde el Examen anterior en 2003.  Las obras están protegidas durante la vida del autor y 75 años después de su muerte.  En el caso de obras anónimas, durante 75 años contados a partir de su divulgación o publicación.  Si antes de que expire este período se revela la identidad del autor, se aplicarán las disposiciones previstas para las obras de autor conocido.  En el caso de las obras fotográficas, el plazo de protección es de 70 años (anteriormente 50 años), contados a partir del final del año civil de la primera publicación.  La Ley de 2000 amplió el plazo de protección de las obras y de los derechos conexos de 50 a 75 años.  El plazo de protección para los derechos conexos es de 75 años.

181. Los derechos conexos están protegidos según lo estipula el Artículo 14 del Acuerdo sobre los ADPIC.  Además, la Ley del Derecho de Autor estipula que los titulares de las obras audiovisuales, los programas informáticos y las obras incluidas en un fonograma, pueden autorizar o prohibir el arrendamiento, la importación y la puesta a disposición del público de los fonogramas por cualquier medio o forma.

182. La Oficina Administrativa de Derechos de Autor y Derechos Conexos de la DIGEPIH mantiene un registro de derechos de autor y derechos conexos.  La legislación hondureña reconoce el principio de protección de derechos de autor sin la exigencia de ninguna formalidad de registro.  Entre 2003 y 2009, se registraron en los registros de Derechos de Autor, 919 obras artísticas y musicales, 833 obras literarias, 46 obras de software, 8 fonogramas, y 50 obras cinematográficas, videogramas y similares.  A partir de 2009 se cobra una tasa de inscripción en el registro de derechos de autor y derechos conexos, entre 50 y 2.500 lempiras.

183. La Ley contiene disposiciones sobre los procedimientos administrativos, civiles y penales para denunciar la violación de los derechos y para indemnizar los daños y perjuicios ocasionados, estableciendo penas privativas de libertad de hasta seis (6) años de prisión para los casos tipificados como delitos;  y multas de diez (10) a doscientos (200) salarios mínimos, en los casos de sanciones administrativas.

c)
Marcas de fábrica o comercio e indicaciones geográficas

184. La Ley de Propiedad Industrial regula todo lo relativo a marcas.  Honduras otorga protección a las marcas y demás signos distintivos, así como las indicaciones geográficas y denominación de origen y la marcas de certificación.

185. Cualquier marca puede ser registrada, salvo aquellas que la Ley considera irregistrables como, por ejemplo, las palabras genéricas o que describan o indiquen los productos mismos, o los servicios o los establecimientos comerciales o industriales que se reconocerán por la marca.  Tampoco se pueden registrar marcas que sean iguales a otras ya registradas o que se asemejen gráfica o fonéticamente a otras marcas ya registradas en la misma clase de productos o en distintas clases relacionadas.  Las marcas iguales o que se asemejen a otras que ya están registradas en el extranjero para un producto similar y gozan de fama y notoriedad, no se pueden registrar en Honduras.  No puede haber dos marcas iguales o semejantes para la misma clase de productos.
  La Oficina de Propiedad Industrial tiene un clasificador de marcas de productos y servicios que puede ser consultado.

186. Según la ley hondureña se pueden registrar marcas de distintos tipos:  denominativa (las que consisten en letras, palabras, números o sus combinaciones);  etiqueta (aquellas que consisten en diseño);  y mixtas, la combinación de las dos anteriores.  También se pueden registrar las frases de propaganda (slogan) unidas a una marca registrada.

187. Las marcas se registran en la DIGEPIH.  El solicitante puede ser una persona natural o jurídica, nacional o extranjera;  los requisitos tanto para extranjeros como para nacionales son los mismos.  El registro da derecho exclusivo sobre el uso de la marca.  Dicha marca puede ser transferida (vendida) o transmitida (heredada).  El titular (dueño) puede conceder una "licencia" en favor de un tercero;  es decir, autorizar el uso de la marca sin perder el dominio de ella, estableciendo condiciones de plazos y de otro tipo.
  Las marcas están protegidas por un período de 10 años, renovable por períodos de igual duración.  El no uso de una marca puede implicar que se pierda el derecho sobre la misma.

188. La Ley de Propiedad Industrial (Decreto Ley N° 12-99-E) también estipula la protección de las indicaciones geográficas.  La indicación geográfica se puede registrar como marca, siempre y cuando no induzca a error o engaño al consumidor con respecto al origen, procedencia, características o cualidades del producto o servicio.

d)
Patentes de invención y otros derechos

189. La Ley de Propiedad Industrial contiene disposiciones generales y principios básicos en materia de patentes, que incluyen disposiciones sobre solicitudes y examen de patentes, licencias y transferencia, y extinción de una patente.

190. En materia de propiedad industrial, todas las invenciones en cualquier sector de la tecnología son patentables, protegiéndolas por un plazo de veinte (20) años, contados a partir de la presentación de la solicitud.  El plazo para conceder una patente no deberá exceder de 60 meses (5 años);  en su defecto se deberá indemnizar al solicitante de la patente.  Pueden protegerse igualmente los dibujos y modelos industriales, los modelos de utilidad y los diseños industriales.  La Ley contiene disposiciones relativas al examen de fondo y forma y al registro, la terminación de los registros, la transferencia y concesión de licencias y la protección jurídica.

191. La Ley prevé la concesión de licencias obligatorias para el uso de una patente, por razones de interés público, emergencia nacional, razones de seguridad nacional, nutrición o salud pública.  También pueden concederse licencias obligatorias si la patente no ha sido explotada en el territorio nacional durante los cuatro años siguientes a la solicitud o durante los tres años siguientes a la fecha de concesión de la patente (el plazo más amplio).  En estos casos se podrá obtener una licencia obligatoria, siempre y cuando el solicitante pueda demostrar que previamente había pedido al titular de la patente una licencia contractual, que no fue concedida en condiciones y plazos razonables.  Hasta el momento no se ha concedido ninguna licencia obligatoria.

192. Las importaciones paralelas no se permiten, a no ser que sea para investigación.

193. La protección de la información confidencial o los secretos industriales también está regulada por la Ley de Propiedad Industrial.  Las autoridades indicaron que se está redactando el reglamento que regula la protección de los datos y de la información confidencial.  El Código Penal también contiene disposiciones contra la violación y revelación de secretos industriales, estableciendo sanciones que van de 3 a 12 años de reclusión.

e)
Protección a las variedades vegetales

194. En 1999 se presentó un proyecto de ley al Congreso, modificado en 2002 y presentado nuevamente al Congreso, que aún lo está examinando en la Comisión Agrícola.  Según las autoridades, este proyecto de ley sigue los lineamiento de la UPOV.  Hasta el momento no ha habido ninguna solicitud de protección para variedades vegetales.

f)
Esquemas de trazado de los circuitos integrados

195. Honduras no cuenta con una legislación específica para regular la protección de los esquemas de trazado.  En 1999 se remitió al Congreso Nacional el proyecto de Ley de Protección de Esquemas de Trazado de los Circuitos Integrados, para su aprobación.  Como no fue aprobado, se remitió un nuevo proyecto con algunas mejoras de procedimiento.  Según las autoridades, en la Oficina de Propiedad Industrial no se ha recibido ninguna solicitud para la protección de esquemas de trazado de los circuitos integrados.

g)
Observancia de los derechos de propiedad intelectual

196. La Ley de Propiedad Industrial y la Ley del Derecho de Autor y de los Derechos Conexos permiten que el titular inicie cualquier procedimiento ante la Autoridad Administrativa, sin perjuicio de iniciar acciones en los Tribunales Civiles y Penales, actuando por sí mismo o por medio de apoderados legales.  Además, esas leyes prevén sanciones administrativas, sanciones penales, civiles, procedimientos para sanciones administrativas, acciones y procedimientos civiles, disposiciones finales, transitorias, derogatorias y vigencia.  El Código Penal establece las penas aplicables a los delitos relativos a la propiedad intelectual.

197. El "Proyecto de Reglamento del procedimiento regulador de las prescripciones especiales relacionadas con las medidas en frontera" de 2002
, por el que se establecían todos los procedimientos de medidas precautorias destinadas a impedir la importación o exportación de productos que violen los derechos de propiedad intelectual, no ha sido aprobado.  Las autoridades indicaron que dicho instrumento se ha revisado a raíz del ADPIC y del Tratado de Libre Comercio RD-CAFTA y se sometió al examen de las autoridades encargadas de las aduanas.

198. Con el fin de garantizar la aplicación y el cumplimiento de las diferentes leyes, acuerdos y convenios que conforman el derecho jurídico interno en materia de propiedad intelectual, Honduras ha capacitado a las autoridades judiciales, aduaneras, fiscales, de policía y administrativas de las instituciones encargadas de la aplicación de los recursos previstos en los procedimientos administrativos, civiles y penales contemplados para la debida observancia de los derechos protegidos.  Asimismo, ha modernizado las instituciones encargadas de la administración de las leyes de propiedad intelectual y capacitado al personal de las mismas, para facilitar y agilizar los trámites de registro.

199. La Comisión Interinstitucional del Combate a la Piratería está formada por instituciones públicas y gremios empresariales.
  Esta Comisión estuvo a cargo de la protección, vigilancia y salvaguardia de los derechos de propiedad intelectual y trabajó para contrarrestar la piratería en el país hasta 2002.  En 2007 asumió nuevamente esa función de protección de los DPI, así como otras instituciones involucradas, bajo la iniciativa de la Dirección General de Propiedad Intelectual.  Las autoridades no pudieron proporcionar indicadores estadísticos sobre observancia en materia de DPI.

� Aprobado el 25 de agosto de 2008 por la Resolución N° 223-2008.


� SIECA (2009).


� Artículo 78 del CAUCA y artículo 318 del RECAUCA.


� Las importaciones intrarregionales se tramitan utilizando el Formulario Aduanero Único Centroamericano (FAUCA).


� Decreto N° 157-94 Ley Fitozoosanitaria, La Gaceta de 13 de enero de 1995.


� Documento de la OMC G/LIC/N/2/HND/2 de 12 de noviembre de 2007.


� Documento de la OMC G/LIC/N/2/HND/2 de 12 de noviembre de 2007.


� El Código de Salud, Decreto N° 65-91, La Gaceta de 6 de agosto de 1991.


� SIC, Acuerdo Ejecutivo N° A-024-2009.


� El Código Aduanero Uniforme Centroamericano IV, sección XIII, artículo 28, Artículo 159 y artículo 166 de su Reglamento establece la figura del OEA y el Artículo 59 del RECAUCA estipula los requisitos para obtener la autorización para actuar como OEA.


� Información de la DEI.


� Información de la DEI, SIDUNEA.  Consultada en:  http://www.dei.gob.hn/descargacategoria.php?id categoria_cat=16.


� Secretaría de Finanzas, Acuerdo N° 1359 de 24 de mayo de 2007 y Artículo 76 del RECAUCA.


� Documento de la OMC G/VAL/N/4/HND/1 de 29 de agosto de 2003.


� La lista completa de las mercancías sujetas a precios referenciales se encuentra en la página web de la DEI.  Consultado en:  http://www.dei.gob.hn/descargadetalle.php?descarga=361&idcategoria_cat=211.


� Reglamento Centroamericano sobre la Valoración Aduanera de las Mercancías, Resolución N° 115�2004 de COMIECO (Gaceta N° 143-2004 de 3 de septiembre de 2004) y la Resolución N° 224-2008 de 25 de abril del 2008 que aprueba el RECAUCA.


� Documento de la OMC G/RO/N/3 de 27 de julio de 1995.


� Resolución N° 156-2006 (COMIECO-EX) de 7de junio de 2006;  Resolución N° 181-2006 (COMIECO XXXIX) de 9 de noviembre de 2006, Resolución N° 208-2007 (COMIECO XLVI) de 19 de noviembre de 2007, Resolución N° 218-2007 (COMIECO XLVII) de 11 de diciembre de 2007 y Resolución N° 247-2009 (COMIECO-EX) de 19 de junio de 2009.


� Información en línea del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, Bogotá.  Consultada en:  http://www.mincomercio.gov.co/eContent/newsdetail.asp?id=5910&idcompany=1.


� A partir de la fecha en que el Arancel Centroamericano de Importación entró en vigor, queda derogada La Ley del Régimen Arancelario y Aduanero de Honduras (Decreto N° 213-87 de 29 de noviembre de 1987) y sus reformas, a excepción de los capítulos 27 y 87, del Título I, del Arancel de Importación referente a combustibles, minerales, aceites minerales y productos de su destilación, materias bituminosas, ceras minerales;  y los vehículos automotores, tractores, velocípedos y otros vehículos terrestres y las partidas y subpartidas arancelarias no negociadas a nivel centroamericano.  El tema de vehículos ya está armonizado y es parte del arancel centroamericano de importación.  Honduras no aplica arancel de exportación.


� SIECA (2009).


� Para realizar este análisis la Secretaría solamente tomó en cuenta las líneas arancelarias contenidas en el fichero de la Lista LXXXVIII en SA1996 que son estrictamente comparables con el SA2007.


� Documento de la OMC G/MA/208 de 6 de octubre de 2008.


� Documento de la OMC G/MA/TAR/RS/105 de 21 de febrero de 2006 y Decreto N° 174-2007 de 12 de diciembre de 2007 (Diario Oficial La Gaceta N° 31,523 de 1° de febrero de 2008) mediante el cual se aprobaron todas las modificaciones y rectificaciones de la Lista XCV de Honduras.


� SIECA (2009).


� Información en línea del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, Bogotá.  Consultada en:  http://www.mincomercio.gov.co/eContent/newsdetail.asp?id=5910&idcompany=1.


� El RECAUCA en el Artículo 528 define productos compensadores como las mercancías obtenidas en el extranjero a partir de las que se han enviado en exportación temporal para su perfeccionamiento pasivo.


� Artículo 18 de la Constitución de la República.


� Honduras adoptó un cronograma o calendario de reducción progresiva de las importaciones de refrigerante CFC y su eliminación en 2010 (El Reglamento General sobre Uso de Sustancias Agotadoras de la Capa de Ozono publicado en el Diario Oficial La Gaceta en noviembre de 2002 contiene la información sobre las cuotas anuales de importación de refrigerante CFC).


� Esta sección esta basada, entre otros, en el documento de la OMC G/LIC/N/3/HND/1 de 12 de noviembre de 2007.


� SIC, Acuerdo Ejecutivo N° A-024-2009.


� La Armería es una dependencia del Instituto de Previsión Militar.  La actividad principal de la Armería será la fabricación, importación, distribución, compra y venta de armas comerciales, municiones, artículos y similares (Circular-DL-N° 296-2008).  Información en línea de la Dirección Ejecutiva de Ingresos.  Consultada en:  http://www.dei.gob.hn/sitioleyes/Circulares/CIRCULAR-DL-296-20080001.pdf.


� Documento de la OMC G/LIC/N/3/HND/1 de 12 de noviembre de 2007.


� Ciertos tipos de aire acondicionado para vehículos automotores;  refrigeradores domésticos y comerciales, unidades de aire acondicionado, bombas de calor, congeladores, deshumidificadores, enfriadores de agua y máquinas de fabricación de hielo que funcionen con clorofluorocarbonos, y paneles de aislamiento cobertores de tuberías y prepolímeros en cuyo proceso de fabricación se utilizaron clorofluorocarbonos también pueden ser importados (información suministrada por las autoridades).


� Acuerdo N° 032 de 16 de enero de 2004, Artículo 5.


� Decreto N° 60-2000 de 29 de junio del 2000.


� Decreto N° 220-2006 de 12 de marzo del 2007.


� La Gaceta Oficial N° 31,307 de 19 de mayo de 2007 y documento de la OMC G/ADP/N/1/HND/3 - G/SCM/N/1/HND/3 de 16 de marzo de 2009.


� Documento de la OMC G/ADP/N/14/Add.27 - G/SCM/N/18/Add.27 de 28 abril de 2009.


� Documentos de la OMC G/ADP/N/98/Add.1- /195/Add.1 de 22 de abril de 2003 y de 21 de abril de 2010 y G/SCM/N/93/Add.1- /203/Add.1 de 1° de mayo de 2003 y de 22 de abril de 2010.


� La Gaceta Oficial N° 31,307 de 19 de mayo de 2007.


� Información en línea del Reglamento Centroamericano de Medidas de Normalización, Metrología y Procedimientos de Autorización aprobado mediante la Resolución N° 3799 (COMIECOXIII) de 17 de septiembre de 1999.  Consultado en:  http://www.sieca.org.gt/cache/17990000000064/17990000000064.pdf.


� Acuerdo N° 183-99, publicado en el Diario Oficial La Gaceta de 11 de octubre de 1999.


� Tratado de Libre Comercio RD-CAFTA (Capítulo Siete:  Obstáculos Técnicos al Comercio);  Tratado de Libre Comercio CA3 (El Salvador, Guatemala y Honduras - México) (Capítulo XV:  Medidas Relativas a la Normalización);  Tratado de Libre Comercio entre las Repúblicas de El Salvador, Honduras y Taipei Chino (Capítulo 9:  Medidas de Normalización, Metrología y Procedimientos de Autorización);  Tratado de Libre Comercio Centroamérica - República Dominicana (Capítulo XIII:  Obstáculos Técnicos al Comercio);  Tratado de Libre Comercio Centroamérica Chile (Capítulo 9:  Medidas de Normalización, Metrología y Procedimientos de Autorización);  Tratado de Libre Comercio Centroamérica Panamá (Capítulo 9:  Medidas de Normalización, Metrología y Procedimientos de Autorización).


� Documento de la OMC G/TBT/CS/N/165 de 27 de marzo de 2006.


� Información en línea de la Secretaría de Industria y Comercio, Servicio de Información de Obstáculos Técnicos al Comercio.  Consultada en:  http://www.sic.gob.hn/otc/index.htm.


� Documentos de la OMC, notificaciones al Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC.


� Información en línea de la DGPC, Departamento de Normalización.  Consultada en:  http://www.sic.gob.hn/proteccion/normalizacion.aspx.


� Este Consejo está integrado por:  organismos gubernamentales con competencia específica en la provisión de bienes y servicios (por ejemplo las Secretarías de Agricultura, Recursos Naturales y Salud), representantes del sector privado, cámaras empresariales, colegios profesionales, asociaciones de consumidores, universidades y centros de investigación (Acuerdo N° 215-A-2006, Diario Oficial La Gaceta N° 31,123 de 6 de octubre de 2006 y el Artículo 28 del Reglamento de la Ley de Protección al Consumidor, Acuerdo N° 15-2009 de 9 de marzo de 2009.


� Información en línea de la DGPC, Departamento de Normalización.  Consultada en:  http://www.proteccionalconsumidor.gob.hn/normalizacion.html.


� Consultado en:  http://www.iso.org/iso/standards_development/processes_and_procedures/stages_


description.


� El Código de Salud, Decreto N° 65-91, Diario Oficial La Gaceta de 6 de agosto de 1991.


� Información en línea de la DGPC, Departamento de Normalización.  Consultada en:  http://www.proteccionalconsumidor.gob.hn/normalizacion.html.


� Ley de Protección al Consumidor.


� Ley de Protección al Consumidor.


� Reforma a la Ley Fitozoosanitaria 2005, Decreto N° 344-05.


� El Código de Salud, Decreto N° 65-91, Diario Oficial La Gaceta de 6 de agosto de 1991.


� El Código de Salud, Decreto N° 65-91, Diario Oficial La Gaceta de 6 de agosto de 1991.


� Acuerdo N° 338-06, publicado en el Diario Oficial La Gaceta N° 31211 de 22 de enero de 2007.


� Información proporcionada por las autoridades.


� Decreto Ejecutivo N° 344-05 de 15 de diciembre de 2005 (G/SPS/N/HND/10 de 13 de enero de 2006).


	� Resolucion N° 175-2006 (COMIECO-XXXVIII) y SIECA (2009).


� El SENASA es una Dirección General de la SAG, la cual estará integrada por dos Subdirecciones Técnicas:  Sanidad Vegetal y Salud Animal.


� Documento de la OMC G/SPS/ENQ/25 de 15 de octubre de 2009.


� Acuerdo N° 651-04 de 18 de agosto de 2004 (G/SPS/GEN/683 de 5 de abril de 2006).


� Documento de la OMC G/SPS/NNA/15 de 15 de octubre de 2009.


� Decreto N° 157-94, Ley Fitozoosanitaria publicada en el Diario Oficial La Gaceta de 13 de enero de 1995.


� Reglamento de Diagnóstico, Vigilancia y Campaña Fitosanitaria (G/SPS/N/HND/24 de 4 de diciembre de 2007) y Reglamento de Cuarentena Agropecuaria (G/SPS/N/HND/26 de 4 de diciembre de 2007).


� Reglamento para la Prevención, Control y Erradicación de Salmonelosis Aviar (G/SPS/N/HND/21 de 3 de diciembre de 2007) y Reglamento de Control y Erradicación de Brucelosis y Tuberculosis Bovina (G/SPS/N/HND/23 de 3 de diciembre de 2007).


� Código de Salud, Decreto N° 65-91, Diario Oficial La Gaceta de 6 de agosto de 1991.


� Documento de la OMC G/SPS/N/HND/32 de 20 de abril de 2009;  documento de la OMC G/SPS/N/HND/15 de 3 de diciembre de 2007 y Reglamento sobre el Registro, Uso y Control de Plaguicidas y Sustancias Afines (G/SPS/N/HND/27 de 4 de diciembre de 2007).


� Reglamento de Semillas (documento de la OMC G/SPS/N/HND/14 de 3 de diciembre de 2007).


� Reglamento sobre Agricultura Orgánica (documento de la OMC G/SPS/N/HND/17 de 3 de diciembre de 2007).


� Documento de la OMC G/SPS/N/HND/28 de 4 de diciembre de 2007.


� Las exportaciones amparadas por diferentes acuerdos preferenciales tienen que estar acompañadas por los distintos certificados de origen según el tratado.  CENTREX proporciona la mayoría de estos formularios, con la excepción del Certificado de Origen Forma A, que se requiere para exportar al resto de Centroamérica.  Este formulario lo facilita la Asociación Nacional de Industriales (ANDI).


� No se considera como modificación sustancial la simple incorporación de partes o piezas terminadas, siempre que no sufran algún otro proceso que afecte la naturaleza de la mercancía exportada.


� Ley de Aduanas Decreto N° 1-004.


� Ley de Reactivación Financiera del Sector Productor de Café, Decreto N° 152-2003 de 17 de septiembre de 2003 y Decreto N° 56-2007 de 8 de mayo de 2007.


� El derecho de exportación de 13.25 dólares EE.UU. se utiliza de la siguiente forma:  2.75 dólares EE.UU. contribución al IHCAFE y al Fondo Cafetero (Decreto N° 213-2000);  0.5 dólares EE.UU. pago de préstamo (Decreto de Ley N° 292 297-2002);  9 dólares EE.UU. para el fideicomiso de capitalización voluntaria del productor (Decreto N° 152-2003 y reforma N° 56-2007);  y 1 dólar EE.UU. pago de otra deuda (Decreto N° 143�2008).


� Ley de Estímulo a la Producción, a la Competitividad y Apoyo al Desarrollo Humano, Decreto N° 131-98 de 20 de mayo de 1998;  y Ley del Equilibrio Financiero y la Protección Social, Decreto N° 194-2002;  Ley de Racionalización de las Finanzas Públicas, Decreto N° 219-2003 de 12 de enero de 2004.


� Acuerdo N° 306-2008 de 13 de mayo de 2010.


� Documentos de la OMC G/AD/N/HND/27 de 28 de noviembre de 2008 y G/AG/N/HND/28 de 10 de agosto de 2009.


� Decreto Ejecutivo N° 37 de 20 de diciembre de 1984, reformado mediante Decreto Legislativo N° 190�86 de 31 de octubre de 1986, Decreto Legislativo N° 8-85 de 7 de febrero de 1985 y Decreto N° 135-94 de 28 de octubre de 1994.


� Decreto N° 356 de 19 de julio de 1976, reformado según el Decreto N° 131-98 de 20 de mayo de 1998.


� Decreto N° 37-87 de 7 de abril de 1987.


� El 5 por ciento del total de la producción anual de las empresas industriales o el 50 por ciento de las ventas totales anuales de las empresas comerciales.


� Decreto N° 43-2009 de 21 de diciembre de 2009.


� Documento de la OMC WLI/1000 de 20 de enero de 2001.


� El Banco Mundial cambió su metodología y ha dejado de clasificar los países según el PNB y en la actualidad los clasifica según el INB.  Para más información sobre este cambio véase información en línea del Banco Mundial, Change in Terminology.  Consultado en: http://web.worldbank.org/WBSITE/EXTERNAL/ DATASTATISTICS/0,,contentMDK:20451503~menuPK:64133156~pagePK:64133150~piPK:64133175~theSitePK:239419~isCURL:Y,00.html).


� Documento de la OMC G/SCM/110/Add.6 de 17 de julio de 2009.


� Documentos de la OMC G/SCM/N/74/HND de 4 de diciembre de 2001 y G/SCM/39 de 20 de noviembre de 2001.


� Decreto N° 233-2002 de 1° febrero de 2002.


� Decreto N° 51-2003 de 10 de abril de 2003.


� Información en línea de la SIC.  Consultada en:  http://www.sic.gob.hn/mision-y-vision.aspx.


� Información en línea de la SAG, Centro de Promoción de Negocios Agrícolas (CPNA).  Consultada en:  www.sag.gob.hn.


� Información en línea.  Consultada en:  http://www.hondurasag.org/fintraccda/market.


� Información en línea de la Federación de Agroexportadores de Honduras;  Programa Interinstitucional para la Diversificación de Exportaciones de Honduras.  Consultado en:  http://www.fpxhn.net/ piideh/piideh.html.


� Ley de Equidad Tributaria y Decreto N° 51-2003, Capítulo III, Artículo 15 del Impuesto sobre Ventas y Acuerdo Ejecutivo 024-2009, A-041-2009.


� La Corte Suprema de Justicia derogó estos incentivos el 4 de octubre de 2006, mediante Sentencia, Diario Oficial La Gaceta de 24 de noviembre de 2006.


� Ley de Estímulo a la Producción a la Competitividad y Apoyo al Desarrollo Humano y Ley del Instituto Hondureño de Turismo, Decreto N° 360-2002.


� Ley de Fortalecimiento de los Ingresos, Equidad Social y Racionalización del Gasto Público,


� Ley del Equilibrio Financiero y la Protección Social, Decreto N° 194-2002 de 5 de junio de 2002.


� Decreto Legislativo N° 357-2005, publicado en el Diario Oficial La Gaceta de 4 de febrero de 2006.


� Información en línea de la CDCP, Resolución N° 12-CDCP- 2009-Año-IV, La Gaceta de 6 de agosto de 2009.  Consultada en:  http://www.cdpc.hn/pdf/No%20%2012-09%20_%20CERTIFIC%20%20RES


%20%20No%20%2012-09%20SOBRE%20NOTIFC%20NC.pdf.


� Información en línea de la CDPC, Resolución N° 18-CDPC-Año-III, La Gaceta de 11 de junio de 2008.  Consultada en:  http://www.cdpc.hn/pdf/umbrales.pdf.


� Artículo 424 del Código de Comercio y Artículo 60 de la Ley de Competencia.


� En el Artículo N° 83 de la Ley de Protección al Consumidor de 2008, se establecen las actuaciones iniciadas de oficio por la autoridad de aplicación.


� Información en línea de La Prensa.hn, "Protección deficiente para consumidores".  Consultada en:  http//www.laprensahn.com/layout/set/print/layout/set/print/content/view/print/145544.


� Reglamento de la Ley de Protección al Consumidor, Acuerdo 15-2009 de 9 de marzo de 2009.  Consultado en:  https://cohep.com/leyes.html.


� Aquellos que por razones culturales se consumen únicamente o en mayor cantidad en determinadas épocas del año, o que sólo se cultivan en determinados períodos del año.


� La lista de los artículos de la canasta básica se puede consultar en la Ley del Impuesto sobre Ventas, Decreto Ley N° 24 de 20 de diciembre de 1963.  Consultado en:  http://www.sefin.gob.hn/portal_prod/data/


leyes/LEY%20DE%20IMPTO_S_VTAS.pdf-+.


� Ley para el control de los precios de la canasta básica, Decreto N° 113-2007 de 30 de octubre de 2007.


� Artículo N° 73 de la Ley de Protección al Consumidor.


� Código de Salud, Decreto N° 65-91, La Gaceta de 6 de agosto de 1991.


� Ley de Hidrocarburos Decreto N° 194-84, La Gaceta N° 24557 de 28 febrero 1985;  y Decreto N° 41-2004 de 23 de abril de 2004.


� Ley Marco del Subsector Eléctrico, Decreto N° 158-94, La Gaceta de 26 Noviembre de 1994.


� Ley constitutiva del Servicio Autónomo Nacional de Acueductos y Alcantarillados (SANAA), Decreto N° 91 de 23 mayo 1961.


� Ley Orgánica de la Empresa Hondureña de Telecomunicaciones (HONDUTEL), Decreto-Ley N° 341 de 4 de junio de1976.


� Ley de Contratación del Estado, Decreto N° 74-2001 y Reglamento Interno de la INCAE (Acuerdo Ejecutivo N° 012 2004 de 10 de mayo de 2004).


� Información en línea de la ONCAE, "Principales Responsabilidades".  Consultada en:  http://www.oncae.gob.hn/.


� Esta modalidad se define en el Reglamento de la Ley de Contratación del Estado artículo 7(f).


� La Ley (Decreto N° 74-2001) en su Artículo 147 estipula que "se declara de interés público el desarrollo de la actividad técnica y profesional relacionada con la prestación de servicios profesionales, así como, la promoción de la capacidad y experiencia empresarial que existe en el país para la construcción de obras públicas, la prestación de servicios de consultoría, auditoría u otros servicios profesionales en general, para incentivar la producción nacional."


� Reglamento de la Ley de Contratación del Estado (Artículo 128).


� Un bien se considera de origen extranjero cuando el costo de los materiales, mano de obra y servicios extranjeros empleados en su fabricación es superior al 60 por ciento de su precio.


� Ley de Contratación del Estado (Inciso 2 del Artículo 147).


� Ley de Contratación del Estado (Inciso 3 del Artículo 147).


� Ley de Contratación del Estado (Artículo 151).


� Ley de Transparencia y Accedo a la Información Pública (Artículo 4)


� Documentos de la OMC G/STR/N/2/HND - 13/HND de 21 de mayo de 2010.


� En 2003 Honduras ya era signatario del:  Convenio de Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas (1990);  Convención de Roma sobre la protección de los artistas intérpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de radiodifusión (1990);  Convenio de Ginebra para la protección de los productores de fonogramas contra la reproducción no autorizada de sus fonogramas (1990);  Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial (1994);  Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor (2002);  Tratado de la OMPI sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas (2002).


� Documento de la OMC IP/N/3/Rev.10 de 16 de mayo de 2008.


� Ley de Implementación del Tratado de Libre Comercio República Dominicana, Centroamérica, Estados Unidos (Decreto N° 16-2006) de 24 marzo de 2006.


� Resolución Consejo Directivo N° 278-2009 del Instituto de la Propiedad.


� Articulo 54, Ley de Implementación del Tratado de Libre Comercio República Dominicana, Centroamérica, Estados Unidos (Decreto N° 16-2006) de 24 marzo de 2006.


� Los productos y servicios se agrupan en clases (grupos de productos o servicios afines).  Existen 34 clases de productos y 8 clases de servicios.


� Información en línea de la Dirección General de Propiedad Intelectual (DIGEPIH).  Consultada en:  http://www.karlhollmann.com/principal.htm.


� Información en línea de la Dirección General de Propiedad Intelectual (DIGEPIH).  Consultada en:  http://www.karlhollmann.com/principal.htm.


� Información en línea de la Dirección General de Propiedad Intelectual (DIGEPIH).  Consultada en:  http://www.karlhollmann.com/principal.htm.


� El sistema de observancia se describió detalladamente en el informe de la Secretaría para el anterior


Examen de las Políticas Comerciales de Honduras (OMC, 2003).


� Documentos de la OMC IP/Q/HND/1, IP/Q2/HND/1, IP/Q3/HND/1, IP/Q4/HND/1 de 30 de enero de 2002.


� La Comisión está constituida por:  el Ministerio Público (entidad encargada de iniciar las acciones penales en el caso de violación de los derechos de propiedad intelectual);  la Secretaría de Seguridad (entidad encargada de las autoridades de policía que efectúan los decomisos de la mercancía falsificada y pirata);  la Dirección Ejecutiva de Ingresos (entidad encargada de las aduanas del país);  la Comisión Nacional de Telecomunicaciones (entidad encargada de autorizar la operación de las empresas de televisión abierta y de aquellas que retransmiten por cable, las señales de satélite portadores de programas de televisión);  la Corte Suprema de Justicia (órgano superior que tiene a su cargo la administración de la justicia en el país) y el Consejo Hondureño de la Empresa Privada.





